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PRESIDENCIA (SORTA01) 

BORRADOR ACTA DEL CONSEJO DE GOBIERNO EN SESIÓN EJECUTIVA 
EXTRAORDINARIA  Y URGENTE CELEBRADA EL DÍA 24 DE JULIO DE 2018

PRESIDENTE:

Excmo. Sr.: D. Juan José Imbroda Ortiz. 

Excmo. Sr. Vicepresidente 1º. del Consejo de Gobierno y Consejero de Economía, Empleo y 
Administraciones Públicas: D. Daniel Conesa Mínguez 

ASISTEN:

Excma. Sra. Vicepresidenta 2ª. del Consejo de Gobierno y Consejera de Presidencia y Salud 
Pública: Dª. Mª. de la Paz Velázquez Clavarana. 

Vocales:

D. Manuel A. Quevedo Mateos, Consejero de Coordinación y Medio Ambiente. 

D. Francisco Javier González García, Consejero de Fomento. 

Dª. Esther Donoso García-Sacristán, Consejera de Hacienda. 

D. Antonio Miranda Montilla, Consejero de Educación, Juventud y Deporte (Ausente).
Dª. Fadela Mohatar Maanan, Consejera de Cultura y Festejos. 

D. Daniel Ventura Rizo, Consejero de Bienestar Social. 
D. Isidoro F. González Peláez, Consejero de Seguridad Ciudadana (Ausente). 

Secretario: D. José Antonio Jiménez Villoslada.

En la Ciudad de Melilla, siendo las doce horas y treinta minutos del día veinticuatro de julio de 
dos mil dieciocho, previa convocatoria reglamentaria, se reúnen, en el despacho de la Presidencia, los 
señores anteriormente reseñados, al objeto de celebrar sesión ejecutiva extraordinaria y urgente del 
Consejo de Gobierno.

Abierta la sesión por la Presidencia, se adoptaron los siguientes acuerdos:

PUNTO PRIMERO.- APROBACIÓN DE LA DECLARACIÓN DE URGENCIA DE LA SESIÓN.- 
ACG512.24.07.2018.- El Consejo de Gobierno adoptó el siguiente acuerdo:

“Se aprueba, por unanimidad, la declaración de urgencia de la sesión”.

PUNTO SEGUNDO.- APROBACIÓN ACTA DE SESIÓN ANTERIOR.- ACG513.24.07.2018.- 
El Consejo de Gobierno adoptó el siguiente acuerdo:



“Conocidas por los asistentes el acta de la sesión anterior, celebrada el pasado día 23 
de julio, es aprobada por unanimidad.”

ASUNTO PRESENTADO POR LA CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, EMPLEO Y 
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

PUNTO TERCERO.- SUBIDA 0,25 %.- ACG514.24.07.2018.- El Consejo de Gobierno acuerda 
aprobar Propuesta de la Consejería de Economía, Empleo y Administraciones Públicas, que 
literalmente dice:

“De conformidad con lo previsto en la Ley de Presupuestos Generales año 2018 y 
habiendo sido tratada la subida salarial en el Consejo de Ministros celebrado el 13 de julio de 
2018 del 0’25%, en virtud de las competencias de esta Consejería VENGO EN PROPONER al 
Consejo de Gobierno de la Ciudad la subida del 0,25% en la nómina del mes de agosto así como 
los efectos retroactivos del mes de julio”.

ASUNTOS PRESENTADOS POR LA CONSEJERÍA DE 
BIENESTAR SOCIAL

PUNTO CUARTO.- CONVENIO CON LA ASOCIACIÓN AUTISMO MELILLA.- 
ACG515.24.07.2018.- El Consejo de Gobierno acuerda aprobar propuesta de la Consejería de 
Bienestar Social, que literalmente dice:

“ANTECEDENTES

I.- Con fecha 25 de agosto de 2017, se presenta por la Asociación de Familiares y Amigos de 
Personas con Trastornos de Espectro Autista (en adelante AUTISMO MELILLA) titular del CIF G 
52019189, escrito con entrada en el Registro General registrado al nº 2017073193, en el que se solicita 
subvención económica para la realización de un proyecto un Proyecto de Atención Integral da personas 
con autismo y a sus familias, por importe de 78.176, 00 €

II.- En los Estatutos de la misma, se recoge en su artículo 6, como fines de la misma, entre 
otros, apoyar a las familias para mejorar las condiciones de vida de estas personas, promover la 
integración y normalización de las personas con TEA en la sociedad con el fin de que puedan 
desenvolverse con la máxima autonomía, así como promover actitudes sociales positiva hacia las 
mismas;  promover y gestionar programas, servicios, centros y actividades dirigidos a atender las 
necesidades de las personas con TEA., etc...

III.- El Programa se estructura en tres áreas principales: Atención individualizada a personas con 
autismo; Actividades de ocio; Asesoramiento a familiares, el número de beneficiarios se cifra 
inicialmente en 70’ familias y las actividades consisten en talleres de ocio, deporte adaptado, 
campamentos estacionales, gabinete de estimulación cognitivo– educativo, escuela de padres y 
madres, apoyo escolar, formación del voluntariado, actividades de playa los meses de estío, etc.

IV.- El Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, hecho en Nueva York 
el 13 de diciembre de 2006, en vigor en España desde el 3 de mayo de 2008, establece en su artículo 4 



el compromiso de los estados participantes de tener en cuenta, en todas las políticas y todos los 
programas, la protección y promoción de los derechos humanos de las personas con discapacidad

V.- El  Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
dispone en su artículo 72 que la administración del Estado, las comunidades autónomas y las entidades 
locales ampararán la iniciativa privada sin ánimo de lucro, colaborando en el desarrollo de estas 
actividades mediante asesoramiento técnico, coordinación, planificación y apoyo económico. Especial 
atención recibirán las entidades sin ánimo de lucro, promovidas por las propias personas con 
discapacidad, sus familiares o sus representantes legales

VI.- El Plan Nacional de Acción para la Inclusión Social 2013-2016 del Reino de España, 
aprobado por Acuerdo de Consejo de Ministros el 13 de diciembre de 2013, recoge entre sus 
actuaciones, la número 74, relativa a los servicios sociales consistente en: Colaborar en el impulso y 
desarrollo de los programas gestionados por las entidades sin fines de lucro, de acuerdo con lo 
establecido en el Plan Estratégico Nacional de Infancia y Adolescencia 2013-2016, destinados a apoyar 
a familias que se encuentran en situación de especial dificultad o vulnerabilidad social , recogiendo en la 
número 78, destinadas a personas con discapacidad, consistente en desarrollar la Ley general de 
derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social mediante, entre otros aspectos, 
modificaciones en lo relativo al ejercicio de la capacidad jurídica por las personas con discapacidad, con 
el fin de adaptar la normativa existente en España a la Convención Internacional sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad

VII.- La Estrategia española de Discapacidad 2012- 2020 aprobada por el Consejo de Ministros 
12 de septiembre 2014, tiene entre sus objetivos el fomentar el desarrollo de la vida independiente, así 
como, facilitar alternativas formativas y laborales a las personas a las que le sobrevenga una 
discapacidad en edad adulta, igualmente como objetivo se propone la no 
discriminación,:fundamentalmente promover acciones para eliminar el agravio comparativo del 
sobrecoste que supone para las personas con discapacidad y para sus familias el ejercicio ciudadano de 
una vida normalizada en relación con el resto de la población. 

VIII.- El  Plan de Acción de la Estrategia Española  sobre Discapacidad 2014-2020, aprobado 
por Acuerdo del Consejo de Ministros el día 12 de septiembre de 2014, recoge en su objetivo operativo 
3, apartado 13, el facilitar los medios para la participación de las personas con discapacidad en las 
actividades de ocio y tiempo libre; y  apartado 39, el Impulsar medidas de conciliación de la vida familiar, 
laboral y personal de las personas con discapacidad teniendo en cuenta el factor de la discapacidad en 
la elaboración de normas y programas relativos a la igualdad de oportunidades en el empleo. Y en el 
objetivo operativo 3, apartado 18.- Promover la participación y disfrute del medio natural por las 
personas con discapacidad. 

IX.- Con fecha 16 de febrero de 2018, se emite RC SUBVENCIONES nº 12018000008571 de 15 
de febrero de 2018, por la Sra. Interventora General de la Ciudad de Melilla en el que se recoge la 
existencia de un compromiso de gasto de gasto en la partida presupuestaria 05 23123 48900 en 
concepto de Convenio Autismo Melilla, por un importe de 60.000, 00 €.

X.- El Reglamento Orgánico de la Consejería de Bienestar Social y Sanidad en su artículo 2.2. f) 
A. 2 (BOMe nº 5026, de 17/05/2013), recoge entre las funciones el desarrollo de programas y la  
concesión y gestión de subvenciones en materia de asistencia social, sanidad y consumo. Modificado 
posteriormente esta competencias por el  Acuerdo de Consejo de Gobierno de distribución de 
competencias de 30 de septiembre de 2016 (BOME extraordinario núm. 187, de 30/09/2016) en lo 
referente a las subvenciones en materia de sanidad y consumo

XI.- A los efectos de unificar la tramitación administrativa, de las distintas Direcciones Generales 
de esa Consejería  por la Sra. Jefa de Sección Presupuestaria y Administrativa, en informe oral de fecha 
20 de enero de 2013, señala como criterio suficiente para la concesión de la presente subvención 



nominativa presupuestaria, la emisión de Informe por parte de la Dirección General que corresponda por 
razón de la materia, sin Informe previo del técnico del servicio responsable. 

XII.-  En el Plan de Inclusión Social de la Ciudad de Melilla 2013- 2017, aprobado por el Consejo 
de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Melilla el 31 de agosto de 2012, en el que aparece entre las 
acciones que se contemplan en el área de servicios sociales, el garantizar la asistencia integral a las 
personas mayores y a aquellas que se encuentran en situación de dependencia, procurándoles un 
desarrollo normal en su entorno

XIII.-  La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, dispone en su artículo 16 
respecto a la formalización y contenidos de los Convenios y contratos con Entidades Colaboradoras, lo 
siguiente:

1.Se formalizará un convenio de colaboración entre el órgano administrativo concedente y la 
entidad colaboradora en el que se regularán las condiciones y obligaciones asumidas por ésta.

2. El convenio de colaboración no podrá tener un plazo de vigencia superior a cuatro años, si 
bien podrá preverse en el mismo su modificación y su prórroga por mutuo acuerdo de las partes antes 
de la finalización de aquél, sin que la duración total de las prórrogas pueda ser superior a la vigencia del 
período inicial y sin que en conjunto la duración total del convenio de colaboración pueda exceder de 
seis años.

No obstante, cuando la subvención tenga por objeto la subsidiación de préstamos, la vigencia 
del convenio podrá prolongarse hasta la total cancelación de los préstamos.

3. El convenio de colaboración deberá contener, como mínimo, los siguientes  extremos:
a) Definición del objeto de la colaboración y de la entidad colaboradora. 
b) Identificación de la normativa reguladora especial de las subvenciones que van a ser 

gestionadas por la entidad colaboradora.
c) Plazo de duración del convenio de colaboración.
d) Medidas de garantía que sea preciso constituir a favor del órgano administrativo concedente, 

medios de constitución y procedimiento de cancelación.
e) Requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la entidad colaboradora en las diferentes fases 

del procedimiento de gestión de las subvenciones.
f) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, determinación del período 

de entrega de los fondos a la entidad colaboradora y de las condiciones de depósito de los fondos 
recibidos hasta su entrega posterior a los beneficiarios. 

g) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, condiciones de entrega a 
los beneficiarios de las subvenciones concedidas por el órgano administrativo concedente.

h) Forma de justificación por parte de los beneficiarios del cumplimiento de las condiciones para 
el otorgamiento de las subvenciones y requisitos para la verificación de la misma.

i) Plazo y forma de la presentación de la justificación de las subvenciones aportada por los 
beneficiarios y, en caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, de acreditación por 
parte de la entidad colaboradora de la entrega de los fondos a los beneficiarios.

j) Determinación de los libros y registros contables específicos que debe llevar la entidad 
colaboradora para facilitar la adecuada justificación de la subvención y la comprobación del 
cumplimiento de las condiciones establecidas.

k) Obligación de reintegro de los fondos en el supuesto de incumplimiento de los requisitos y 
obligaciones establecidas para la concesión de la subvención y, en todo caso, en los supuestos 
regulados en el artículo 37 de esta ley. 

l) Obligación de la entidad colaboradora de someterse a las actuaciones de comprobación y 
control previstas en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15 de esta ley.

m) Compensación económica que en su caso se fije a favor de la entidad colaboradora.
4. Cuando las comunidades autónomas o las corporaciones locales actúen como entidades 

colaboradoras, la Administración General del Estado o los organismos públicos vinculados o 
dependientes de la misma suscribirán con aquéllas los correspondientes convenios en los que se 
determinen los requisitos para la distribución y entrega de los fondos, los criterios de justificación y de 
rendición de cuentas.



De igual forma, y en los mismos términos, se procederá cuando la Administración General del 
Estado o los organismos públicos vinculados o dependientes de la misma actúen como entidades 
colaboradoras respecto de las subvenciones concedidas por las comunidades autónomas o las 
corporaciones locales.

5. En el supuesto de que las entidades colaboradoras sean personas sujetas a derecho privado 
se seleccionarán previamente mediante un procedimiento sometido a los principios de publicidad, 
concurrencia, igualdad y no discriminación y la colaboración se formalizará mediante convenio.

6. Cuando en virud del objeto de la colaboración sea de aplicación plena la Ley 30/2007, de 30 
de octubre, de Contratos del Sector Público la selección de las entidades colaboradoras se realizará 
conforme a los preceptos establecidos en dicha Ley. En este supuesto, el contrato, que incluirá 
necesariamente el contenido mínimo previsto en el apartado 3 ó 4 de este artículo así como el que 
resulte preceptivo de acuerdo con la normativa reguladora de los contratos públicos, deberá hacer 
mención expresa al sometimiento del contratista al resto de las obligaciones impuestas a las entidades 
colaboradoras por esta Ley.

XIV.- La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, establece en su artículo 
22.2 a) que  se podrán conceder de forma directa, las previstas nominativamente en los Presupuestos 
Generales del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las entidades Locales, en los términos 
recogidos en los convenios y en la normativa reguladora de estas subvenciones. 

XV.- La Ley General de Subvenciones, señala en su artículo 28, señala que:1. La resolución de 
concesión y, en  su caso, los convenios a través de los cuales se canalicen estas subvenciones 
establecerán las condiciones y compromisos aplicables de conformidad con lo dispuesto en esta ley. Los 
convenios serán el instrumento habitual para canalizar las subvenciones previstas nominativamente en 
los Presupuestos Generales del Estado, o en los de las corporaciones locales, sin perjuicio de lo que a 
este respecto establezca su normativa reguladora. En idéntico sentido se pronuncia el art. 65. 3 del 
Reglamento 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, que recoge posteriormente en ese apartado que:

La resolución o, en su caso, el convenio deberá incluir los siguientes extremos: 
a) Determinación del objeto de la subvención y de sus beneficiarios, de acuerdo con la 

asignación presupuestaria.
b) Crédito presupuestario al que se imputa el gasto y cuantía de la subvención, individualizada, 

en su caso, para cada beneficiario si fuesen varios.
c) Compatibilidad o incompatibilidad con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para 

la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, 
nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales.

d) Plazos y modos de pago de la subvención, posibilidad de efectuar pagos anticipados y 
abonos a cuenta, así como el régimen de garantías que, en su caso, deberán aportar los beneficiarios.

e) Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario del cumplimiento de la finalidad para la 
que se concedió la subvención y de la aplicación de los fondos percibidos.  

XVI.- El Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, viene a recoger en el artículo 67, aquellas 
subvenciones de concesión directa en que se acrediten razones de interés público, social, económico o 
humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública, debiendo cumplir la 
entidad beneficiaria, igualmente todos los requisitos recogidos en el artículo 22 de este mismo texto 
legal relativos a la acreditación del cumplimiento de las obligaciones tributarias, de seguridad social y 
residencial fiscal, que en este caso se deberán aportar por la Entidad Sociedad Cooperativa Ómnibus 
Automóviles .

XVII.- En el plano local la materia se recoge en la Ordenanza de Subvenciones de la Ciudad 
Autónoma de Melilla (BOMe 4.224) de 9 de septiembre de 2005, recoge en su artículo 19, la modalidad 
de concesión directa de la subvenciones, disponiendo en su apartado 1 que, podrán otorgarse las 



previstas nominativamente en el Presupuesto de la Ciudad, en los términos recogidos en los convenios 
y en la normativa reguladora de estas subvenciones.

XVIII.- En el plano local, la Ordenanza regula posteriormente en su artículo 20 el procedimiento 
de concesión señalando que en el supuesto de concesiones previstas nominativamente en el artículo 
19.1 de este Reglamento, será necesario la incoación de un expediente que contendrá, al menos, el 
procedimiento consistirá en:

a) La incoación de oficio por el órgano competente.
b) La solicitud debe reunir como mínimo los requisitos establecidos en el artículo 12.1 de este 

Reglamento.
c) Estas subvenciones nominativas tendrán el contenido mínimo previsto en el artículo 16 de la 

Ley General de Subvenciones. 
Estableciendo el art. 16 de la LGS que, el convenio de colaboración que se suscriba entre las 

entidades deberá contener, como mínimo, los siguientes extremos:
a) Definición del objeto de la colaboración y de la entidad colaboradora.
b) Identificación de la normativa reguladora especial de las subvenciones que van a ser 

gestionadas por la entidad colaboradora.
c) Plazo de duración del convenio de colaboración.
d) Medidas de garantía que sea preciso constituir a favor del órgano administrativo concedente, 

medios de constitución y procedimiento de cancelación.
e) Requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la entidad colaboradora en las diferentes fases 

del procedimiento de gestión de las subvenciones.
f) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, determinación del período 

de entrega de los fondos a la entidad colaboradora y de las condiciones de depósito de los fondos 
recibidos hasta su entrega posterior a los beneficiarios.

g) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, condiciones de entrega a 
los beneficiarios de las subvenciones concedidas por el órgano administrativo concedente.

h) Forma de justificación por parte de los beneficiarios del cumplimiento de las condiciones para 
el otorgamiento de las subvenciones y requisitos para la verificación de la misma.

i) Plazo y forma de la presentación de la justificación de las subvenciones aportada por los 
beneficiarios y, en caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, de acreditación por 
parte de la entidad colaboradora de la entrega de los fondos a los beneficiarios.

j) Determinación de los libros y registros contables específicos que debe llevar la entidad 
colaboradora para facilitar la adecuada justificación de la subvención y la comprobación del 
cumplimiento de las condiciones establecidas.

k) Obligación de reintegro de los fondos en el supuesto de incumplimiento de los requisitos y 
obligaciones establecidas para la concesión de la subvención y, en todo caso, en los supuestos 
regulados en el artículo 37 de esta ley.

l) Obligación de la entidad colaboradora de someterse a las actuaciones de comprobación y 
control previstas en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15 de esta ley.

m) Compensación económica que en su caso se fije a favor de la entidad colaboradora.

XIX.- El Reglamento del Gobierno y de la Administración dispone en su artículo 16.8. como 
atribución del Consejo de Gobierno: “Aprobar y autorizar, previo informe jurídico y de la Intervención, los 
Convenios de colaboración con personas físicas o jurídicas sujetas al derecho privado excluidos de la 
legislación de contratos del Sector Público y los Convenios a los que se refiere la Ley General de 
Subvenciones, cuando sean de cuantía igual o superior a 18.000 euros, correspondiendo al Pleno de la 
Asamblea en los mismos supuestos que los previstos en el artículo 44.2 del presente Reglamento para 
los Convenios interadministrativos.

XX.-  El Reglamento del Gobierno y de la Administración dispone en su artículo 33.5.k) como 
atribución del Consejero: “Aprobar, autorizar y suscribir, previo informe jurídico y de la Intervención, los 
Convenios de colaboración con personas físicas o jurídicas sujetas al derecho privado excluidos de la 



legislación de contratos del Sector Público y los Convenios a los que se refiere la Ley General de 
Subvenciones, cuando sean de cuantía inferior a 18.000 euros.”

XXI.- El art. 51.3 del Reglamento del Gobierno y de la Administración de la CAM, señala como 
atribución del Secretario Técnico de cada Consejería en materia de asesoramiento legal le corresponde 
a los Secretarios Técnicos: “b) La emisión de informes previos en los Convenios que celebre la Ciudad 
Autónoma de Melilla de las materias que sean competencias de la correspondiente Consejería”

XXII.- El Reglamento del Gobierno y de la Administración de la CAM, recoge en su art. 55.2 
entre las atribuciones de los Directores Generales: “La elaboración de Proyectos de Disposiciones, 
Acuerdos y Convenios respecto de las materias de su ámbito de funciones.

 XXIII.- La Entidad beneficiaria ha aportado según consta en el expediente la documentación 
que recoge como necesaria para la percepción de la subvención de acuerdo con lo previsto en el art. 13 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, LGS y el art. 12 del Reglamento General de Subvenciones de la 
Ciudad Autónoma de Melilla 

XXIV.- La subvención objeto del expediente se encuentra contemplada dentro del Plan 
Estratégico General de Subvenciones de la Ciudad Autónoma de Melilla 2017-2019 (BOMe. Extraord. 
núm. 18, de 25 de octubre de 2017) 

XXV.- En las Bases de Ejecución del Presupuesto de la Ciudad Autónoma de Melilla, señala en 
su Base 32, referente a la Tramitación de aportaciones a Convenios y Subvenciones, lo siguiente:

1. La concesión de cualquier tipo de subvenciones requerirá la formación de un expediente 
tramitado de conformidad con la Ley General de Subvenciones, Reglamento de la Ley General de 
Subvenciones y normativa de desarrollo de la Ciudad, en el que constará como mínimo: 

a) El destino de los fondos.
b) Los requisitos necesarios que se han de cumplir para que pueda procederse al pago.
c) Las causas que motivarían la obligación de reintegrar el importe percibido. 
2. Con carácter previo a la aprobación de los expedientes relativos a las convocatorias de 

subvenciones y las subvenciones tramitadas en régimen de concesión directa se remitirán a la 
Intervención General, para que ésta pueda emitir el informe de fiscalización previa preceptivo.

3. Para que pueda expedirse la orden de pago de la subvención es imprescindible que el órgano 
concedente compruebe la adecuada justificación de la subvención, así como la realización de la 
actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención.

En el caso de subvenciones en las que se proceda al pago anticipado, el centro gestor emitirá 
informe en el mismo sentido una vez justificada la subvención, procediéndose en caso de 
incumplimiento de las obligaciones impuestas al beneficiario a la tramitación del correspondiente 
procedimiento de reintegro.

4. De conformidad con el artículo 172.1 del RD 2568/1986 de 28 de noviembre, Reglamento de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, en los expedientes de 
subvenciones informará el Jefe de la Dependencia a la que corresponda tramitarlos, exponiendo los 
antecedentes y disposiciones legales o reglamentarias en que funde su criterio, salvo que le sea de 
aplicación otra norma específica.

Este informe se redactará en forma de propuesta de resolución.
En las subvenciones previstas nominativamente en los Presupuestos ( art. 22.2 a) de la LGS), 

este Informe vendrá referido al cumplimiento de los requisitos de procedimiento previstos en la 
normativa subvencional, debiendo referirse específicamente a la adecuación del convenio instrumental 
de concesión o resolución de concesión al contenido mínimo indispensable dispuesto en el artículo 65 
apartado 3 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

En el supuesto de concesión directa con carácter excepcional ( art. 22.2 letra c) LGS), el informe 
del órgano gestor vendrá referido al cumplimiento de los requisitos procedimentales y a la justificación 



de la concesión directa o carácter singular de la subvención, así como de las razones que acreditan el 
interés público, social, económico humanitario, u otras que justifican la dificultad de convocatoria pública.

A estos efectos, se entenderá por carácter extraordinario de la subvención aquella que no haya 
sido posible prever con la debida antelación y que por tanto no se haya otorgado de forma periódica y 
continua en ejercicios anteriores.

5. El expediente administrativo de subvenciones que se remita a fiscalización previa incluirá 
preceptivamente informe de legalidad de la Secretaría Técnica de la Consejería, con mención expresa 
de su adecuación al ordenamiento jurídico.

6. La justificación de los gastos sufragados con tales subvenciones deberá ser presentada por el 
beneficiario en los Servicios gestores, comprobando el órgano concedente la adecuada justificación de 
la subvención, así como la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la 
concesión o disfrute de la subvención emitiéndose informe por la Dirección General competente al 
efecto con el visto bueno del Consejero del área, tal y como se ha establecido en el apartado tercero de 
la presente base, no siendo suficiente la mera remisión del expediente a la Intervención.

Posteriormente, la intervención dentro del control financiero y fiscalización plena posterior ejercida 
sobre una muestra representativa de los expedientes de subvenciones, verificará que los expedientes 
se ajustan a las disposiciones aplicables en cada caso y determinar el grado del cumplimiento de la 
legalidad en la gestión de los créditos. El control financiero se adecuará al titulo III de la Ley 38/2003, 
General de Subvenciones en la medida que resulte de aplicación.

7. El órgano competente para la aprobación de la justificación de las subvenciones  será el que 
las otorgó, de conformidad con el artículo 32.1 de la LGS, en los términos prescritos en el apartado 
sexto de la presente base.

8. La Intervención General deberá registrar la situación de los fondos pendientes de justificación, 
a fin de efectuar su seguimiento y proponer las medidas procedentes.

9. Con carácter general, para justificar la aplicación de los fondos recibidos, debe tenerse en 
cuenta que :

a) Cuando el destino de la subvención es la realización de obra o instalación, será preciso que 
un técnico de los Servicios de la Ciudad se persone en el lugar y extienda acta del estado en que se 
halla la obra ejecutada.

b) Cuando el destino es la adquisición de material fungible, la prestación de servicios u otro de 
similar naturaleza, se podrá requerir la aportación de documentos originales acreditativos del pago 
realizado.

10.Las entidades beneficiarias, cualquiera que sea su naturaleza jurídica y siempre que deban 
formular cuentas anuales conforme al marco normativo de información financiera que le sea aplicable, 
que durante el ejercicio social inmediato anterior hubiesen recibido subvenciones o ayudas con cargo a 
los presupuestos de las Ciudad Autónoma de Melilla o de sus Organismos Autónomos, Administraciones 
Públicas o a fondos de la Unión Europea, por un importe total acumulado superior a 400.000 euros, 
pondrán a disposición de la Intervención, en su caso, la auditoría de las cuentas anuales 
correspondientes a dicho ejercicio y a los ejercicios en que se realicen las operaciones o ejecuten las 
inversiones correspondientes a las citadas subvenciones o ayudas.

11. Las entidades beneficiarias, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, que a lo largo del 
ejercicio Inmediatamente anterior hayan percibido en concepto de aportaciones y subvenciones una 
cuantía igual o superior a CIENTO VEINTE MIL EUROS (120.000 €), presentarán los estados contables 
aprobados por el órgano competente en su gestión, confeccionados de acuerdo con el Plan General de 
Contabilidad vigente.

12. No podrán concederse subvenciones por importe superior a la cuantía total máxima fijada en 
la convocatoria sin que previamente se realice una nueva convocatoria, salvo en el supuesto previsto en 
el apartado 2o del artículo 58 del RD 887/2006. 

13. Todas las subvenciones y convenios que se otorguen por la Ciudad Autónoma de Melilla, 
sus  Organismos Autónomos y entes dependientes se integrarán en una Base de Datos Única y Pública.

14. En atención al interés social y naturaleza de los colectivos destinatarios de las actuaciones 
que mediante las ayudas económicas familiares, de emergencia social y de suministros mínimos vitales 



y prestaciones de urgencia social se subvencionan por la Ciudad Autónoma de Melilla, estas ayudas 
quedan sometidas a un régimen de concurrencia no competitiva (o subvención por circunstancias 
excepcionales), concediéndose, a solicitud de la persona interesada, en atención a la mera concurrencia 
de una determinada situación en el perceptor, sin que sea necesario establecer la comparación de 
solicitudes ni la prelación entre las mismas, de acuerdo con lo establecido en el art. 22 de LGS, y sujetas 
a valoración y diagnóstico por parte de los Técnicos competentes.

XXVI.- La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídicos del Sector Público, recoge entre 
los arts. 47 a 53, la definición y todos los aspectos a considerar en los convenios que se suscriban las 
Administraciones Públicas, ya con otras entidades del sector público, ya con entidades privadas.

XXVII.- Con fecha 28 de junio de 2018, se emite Informe de Incoación de Expediente de 
subvención nominativa por parte de la Dirección General de Servicios Sociales en el que valora 
favorablemente la concesión de la misma a la Entidad Autismo Melilla por importe de 60.000 €, 
existiendo RC SUBVENCIONES nº 12018000008571, de 15 de febrero de 2018,  en la Aplicación 
Presupuestaria 05/23123/48900, por motivos de interés social y humanitario.

XXVIII.- Con fecha 28 de junio de 2018, se dicta Acuerdo de Incoación de Expediente de 
subvención nominativa por importe de 60.000 €, existiendo RC SUBVENCIONES nº 12018000008571, 
de 15 de febrero de 2018,  en la Aplicación Presupuestaria 05/23123/48900, por motivos de interés 
social y humanitario

XXIX.- Finalmente, por Acuerdo de la Excma. Asamblea de fecha 23 de enero de 2018, relativo 
a aprobación definitiva de los presupuestos generales de la Ciudad Autónoma de Melilla para el ejercicio 
2018 (BOMe. Extraord. núm. 1, de 24 de enero de 2018) donde figura nominativamente la subvención a 
la entidad referida por importe de 60.000, 00 €, RC SUBVENCIONES nº 12018000008571, de 15 de 
febrero de 2018,  en la Aplicación Presupuestaria 05/23123/48900. 

Por todo ello, en virtud de las competencias que me atribuye el artículo 33.5.e) del Reglamento 
de Gobierno y de la Administración de la Ciudad Autónoma de Melilla VENGO A ELEVAR AL 
CONSEJO DE GOBIERNO LA SIGUIENTE PROPUESTA:  

La autorización y suscripción del Convenio de Colaboración que se adjunta como documento Anexo a la 
presente propuesta, entre la Consejería de Bienestar Social y la Asociación AUTISMO MELILLA, titular 
del CIF G 52019189, para la realización del Proyecto de Atención Integral da personas con autismo y a 
sus familias, para el ejercicio presupuestario 2018, hasta un importe de 60.000 €, existiendo RC 
SUBVENCIONES nº 12018000008571, de 15 de febrero de 2018, en la Aplicación Presupuestaria 
05/23123/48900”.

PUNTO QUINTO.- CONVENIO CON LA ENTIDAD HERMANAS HOSPITALARIAS 
SAGRADO CORAZÓN DE JESÚS, COMPLEJO ASISTENCIAL.- ACG516.24.07.2018.- El 
Consejo de Gobierno acuerda aprobar Propuesta de la Consejería de Bienestar Social, que 
literalmente dice:

“ANTECEDENTES

I.- La Consejería de Bienestar Social, tiene entre sus competencias en materia de servicios 
sociales el desarrollo de Programas de atención a personas con discapacidad y a la Tercera Edad, 
según lo establecido en el Acuerdo del Consejo de Gobierno de fecha 30 de septiembre de 2016 



(BOMe. Extraordinario nº 17, de 30 de septiembre de 2016) distribución de competencias a las 
Consejerías de la Ciudad de Melilla

II.- En el marco de la colaboración institucional, esta Consejería ha contribuido con el Servicio 
Público de Salud a la atención del enfermo mental de forma indirecta y a otros colectivos como  la 
atención a enfermos en fase terminal mediante la suscripción de convenios de colaboración, de forma 
directa, como medio de mejorar la atención al residente en este municipio.

III.-  La atención al paciente con trastorno mental se ha ido canalizando mediante la concesión 
de ayudas individuales para la acogida residencial en recursos sanitarios especializados del paciente 
fuera del ámbito territorial de Melilla, en atención a la situación personal y familiar del usuario, que 
derivados desde el Servicio de Psiquiatría del Hospital Comarcal o desde la Unidad de Salud Mental.

IV.- Dicha atención se desarrolla a través de distintos Centros de Atención Sanitaria 
Especializada sobre todos radicados en la ciudad de Málaga, pero conlleva la necesidad de realizar 
trámites independientes para cada paciente que es ingresado, cuando como en el caso actual, las 
plazas previamente concertadas con el Centro “San Francisco de Asís” de Málaga, se encuentran 
cubiertas, ello puede dar origen a una dilación en el tratamiento sanitarios de los usuarios , con el 
consiguiente perjuicio tanto para el usuario..

V.-  La Ley Orgánica 2/1995, de 13 de marzo, de Estatuto de Autonomía de la Ciudad de Melilla, 
dispone en su art. 5.2.a) que: 

“Las instituciones de la ciudad de Melilla, dentro del marco de sus competencias, ejercerán sus 
poderes con los siguientes objetivos básicos 

a) La mejora de las condiciones de vida, elevación del nivel cultural y de trabajo de todos los 
melillenses.(...)”

Posteriormente el referido Estatuto de Autonomía dispone en su art. 21.1. 18 que la ciudad de 
Melilla ejercerá competencias entre otras materias en asistencia social 

VI.- Por Acuerdo del Consejo de Gobierno de fecha 30 de septiembre de 2016sobre 
distribución de competencias a las Consejerías de la Ciudad (BOME extraordinario núm. 17, de 30 
de sepoiembre) se atribuye a  la Consejería de Bienestar Social, entre otras, la competencia en materia 
de Servicios Sociales “4.- B.-11.-Programas de atención a personas con discapacidad y a la Tercera 
Edad”.

VII.- Entre los principios para la protección de los enfermos mentales y el mejoramiento de la 
atención de la salud mental Adoptados por la Asamblea General en su resolución 46/119, de 17 de 
diciembre de 1991, se recoge que todas las personas tienen derecho a la mejor atención disponible en 
materia de salud mental, que será parte del sistema de asistencia sanitaria y social. Igualmente, todo 
paciente tendrá derecho a ser tratado en un ambiente lo menos restrictivo posible y a recibir el 
tratamiento menos restrictivo y alterador posible que corresponda a sus necesidades de salud y a la 
necesidad de proteger la seguridad física de terceros. El tratamiento y los cuidados de cada paciente se 
basarán en un plan prescrito individualmente, examinado con el paciente, revisado periódicamente, 
modificado llegado el caso y aplicado por personal profesional calificado. 

VIII.- El Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
dispone en su artículo 10, entre los  Derechos a la protección de la salud, que 

“1. Las personas con discapacidad tienen derecho a la protección de la salud, incluyendo la 
prevención de la enfermedad y la protección, promoción y recuperación de la salud, sin discriminación 
por motivo o por razón de discapacidad, prestando especial atención a la salud mental y a la salud 
sexual y reproductiva.



2. Las actuaciones de las administraciones públicas y de los sujetos privados prestarán atención 
específica a las necesidades de las personas con discapacidad, conforme a la legislación sanitaria 
general y sectorial vigente.

3. Las administraciones públicas desarrollarán las actuaciones necesarias para la coordinación 
de la atención de carácter social y de carácter sanitario, de forma efectiva y eficiente, dirigida a las 
personas que por problemas de salud asociados a su discapacidad tienen necesidad simultánea o 
sucesiva de ambos sistemas de atención, y promoverán las medidas necesarias para favorecer el 
acceso de las personas con discapacidad a los servicios y prestaciones relacionadas con su salud en 
condiciones de igualdad con el resto de ciudadanos.”

IX.- El Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la  Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
dispone en su artículo 58, relativa a la financiación de las ayudase, servicios dirigidas a las personas con 
discapacidad que:

 “La financiación de las distintas prestaciones, subsidios, atenciones y servicios contenidos en 
esta ley se efectuará con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, y a los de las comunidades 
autónomas y entidades locales, de acuerdo con las competencias que les correspondan 
respectivamente. En dichos presupuestos deberán consignarse las dotaciones correspondientes 
conforme a la legislación vigente”

X.- El Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la  Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
dispone en su artículo 72, relativa a la iniciativa privada en este campo que:

“1. La administración del Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales ampararán 
la iniciativa privada sin ánimo de lucro, colaborando en el desarrollo de estas actividades mediante 
asesoramiento técnico, coordinación, planificación y apoyo económico. Especial atención recibirán las 
entidades sin ánimo de lucro, promovidas por las propias personas con discapacidad, sus familiares o 
sus representantes legales.

2. Será requisito indispensable para percibir dicha colaboración y ayuda que las actuaciones 
privadas se adecuen a las líneas y exigencias de la planificación sectorial que se establezca por parte 
de las administraciones públicas.

3. En los centros financiados, en todo o en parte, con cargo a fondos públicos, se llevará a cabo 
el control del origen y aplicación de los recursos financieros, con la participación de los interesados o 
subsidiariamente sus representantes legales, de la dirección y del personal al servicio de los centros sin 
perjuicio de las facultades que correspondan a los poderes públicos”.

XI.-  El Plan de Acción de la Estrategia Española sobre Discapacidad 2014-2020, aprobado por 
Acuerdo del Consejo de Ministros el día 12 de septiembre de 2014, establece dentro del objetivo 
operativo 4, el Garantizar la consideración específica las necesidades de las personas con discapacidad 
en el ejercicio de su derecho a la protección de la salud para ofrecerles una atención de la máxima 
calidad en igualdad de condiciones respecto al resto de los ciudadanos

XII.- La ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, establece en su artículo 
22.2. a) que se podrán conceder de forma directa y excepcional entre otras subvenciones, aquellas otras 
subvenciones previstas nominativamente en los Presupuestos Generales del Estado, de las 
Comunidades Autónomas o de las Entidades Locales, en los términos recogidos en los convenios y en 
la normativa reguladora de estas subvenciones 

XIII.- El Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, viene a recoger en el artículo 67 aquellas 
subvenciones de concesión directa en que se acrediten razones de interés público, social, económico o 
humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública, debiendo cumplir la 
entidad beneficiaria, igualmente todos los requisitos recogidos en el artículo 22 de este mismo texto 
legal relativos a la acreditación del cumplimiento de las obligaciones tributarias, de seguridad social y 



residencial fiscal, que en este caso se deberán aportar por la Entidad Congregación de Hermanas 
Hospitalarias del Sagrado Corazón de Jesús

XIV.- En el plano local la materia se recoge en la Ordenanza de Subvenciones de la Ciudad Autónoma de 
Melilla (BOMe 4224) de 9 de septiembre de 2005, recoge en su artículo 19, la modalidad de concesión directa de la 
subvenciones, disponiendo en su apartado 3 que podrán otorgarse con carácter excepcional aquellas subvenciones 
en las que se acrediten razones de interés público, social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas 
que dificulten su convocatoria pública. 

XV.- La referida Ordenanza regula posteriormente en su artículo 20 el procedimiento de 
concesión señalando que en el supuesto de concesiones directas con carácter excepcional, previstas en 
el apartado 3 del artículo 19 de este Reglamento, será necesario la incoación de un expediente que 
contendrá, al menos, los siguientes documentos:

a) Solicitud acompañada de los documentos indicados en el artículo 12.1 de este Reglamento, a 
saber:

- Acuerdo de los órganos representativos de la entidad solicitante, o escrito del 
representante o de la persona física, que justifique la necesidad de la subvención 
solicitada.

- Memoria de las actividades para las que solicita subvención, con presupuesto detallado 
por actividades y partidas.

- Declaración formal de las subvenciones solicitadas o percibidas de otras instituciones 
públicas o privadas para esa misma actividad.

- Acreditación de hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias y 
frente a la Seguridad Social, así como no tener pendiente de justificación subvención 
alguna otorgada por la Ciudad Autónoma.

- Cualquier otra documentación o justificación que a efectos de comprobación o 
concreción de datos pueda acordarse en las respectivas convocatorias de concesión de 
las subvenciones.

b) Documento acreditativo de la existencia de crédito adecuado y suficiente para su 
otorgamiento.

c) Informe sobre la justificación de la concesión directa.
d) Orden del Consejero competente por razón de la materia, en la que deberá figurar objeto y 

cuantía de la subvención, plazo o término para justificar la subvención y forma de justificación por parte 
del beneficiario del cumplimiento de la finalidad y de la aplicación de los gastos que se concedan. 

e) Indicación de su compatibilidad con la obtención de otras subvenciones o ayudas para la 
misma finalidad, procedentes del sector público o privado. 

f) Obligación del beneficiario de someterse a las actuaciones de comprobación y de control 
financiero que realice la Intervención de la Ciudad Autónoma.

Disponiendo finalmente que el órgano facultado para la concesión de la subvención, será 
en todo caso, el Consejero competente por razón de la materia, que en el presente caso es la 
Consejera de B. Social 

XVI.- Que la ocupación de las plazas durante el año 2017 hay sido necesaria para dar cobertura a aquellos 
pacientes que derivados dela Unidad de Salud Mental requerían un internamiento sanitario- asistencial, habiendo 
registrado 5 altas durante el año 2017, valorándose de forma positiva  los servicios del referido Centro Hospitalario.

XVII.- La Congregación de Hermanas Hospitalarias del Sagrado Corazón de Jesús, es una 
congregación religiosa sin ánimo de lucro, con CIF. R-2900079-A, y domicilio social en c/ San Juan 
Bosco, núm.41. Málaga. C. P. 29014, que tiene experiencia contrastada en la atención apacientes 
con enfermedad mental, disponiendo de las instalaciones suficientes y acordes con la atención a los 
mismos en la ciudad de Málaga, por lo que tiene capacidad suficiente para la atención a estos 
pacientes, circunstancia que viene conformada por los distintos convenios que la Entidad mantiene 
con otras instituciones públicas como la Diputación Provincial de Málaga  o la Comunidad de Madrid



XVIII.- El precio ofertado por la Entidad religiosa para el concierto es de 100 €/día por ocupación 
de plaza asistencial, por paciente residencial atendido y se encuentra dentro de los parámetros 
aceptables para este tipo de paciente, más aún cuando existe un compromiso de abonar el pago 
complementario  de los medicamentos que recetados a los pacientes que se ingresen.

A ello hay que añadir aquellos gastos que se producen cuando con ocasión de crisis 
aguda los citados pacientes deben ser ingresados en la Unidad de agudos del Hospital Carlos 
Haya de Málaga, pues atendiendo a su patología y a la vista de que sus familiares no se 
encuentran en Málaga deben de tener un apoyo profesional durante su ingreso en estas 
dependencias sanitarias. Dicho coste es imposible de calcular pues el mismo depende de la 
evolución y de la salud de los pacientes.

XIX.- La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, dispone en su 
artículo 47 que: “Son convenios los acuerdos con efectos jurídicos adoptados por las Administraciones 
Públicas, los organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes o las 
Universidades públicas entre sí o con sujetos de derecho privado para un fin común.

No tienen la consideración de convenios, los Protocolos Generales de Actuación o instrumentos 
similares que comporten meras declaraciones de intención de contenido general o que expresen la 
voluntad de las Administraciones y partes suscriptoras para actuar con un objetivo común, siempre que 
no supongan la formalización de compromisos jurídicos concretos y exigibles.

Los convenios no podrán tener por objeto prestaciones propias de los contratos. En tal caso, su 
naturaleza y régimen jurídico se ajustará a lo previsto en la legislación de contratos del sector público.

2. Los convenios que suscriban las Administraciones Públicas, los organismos públicos y las 
entidades de derecho público vinculados o dependientes y las Universidades públicas, deberán 
corresponder a alguno de los siguientes tipos:

(...).c) Convenios firmados entre una Administración Pública u organismo o entidad de derecho 
público y un sujeto de Derecho privado”

XX.- Se opta por la suscripción del Convenio a la vista de la complejidad y especificidad de las 
actuaciones a desarrollar por parte de la Entidad convenida, en la atención sanitaria mental que se 
pretende (psicogeriatría, unidad de media y larga estancia para enfermos mentales y atención a 
personas con discapacidad intelectual), que se desarrolla en el mismo complejo asistencial y que a la 
vista de la presión asistencial que se remite desde los servicios psiquiatricos y la necesidad de dar una 
respuesta urgente y específica a los casos que se plantean, hacen que se une el interés social por 
cuanto se persigue la recuperación de aquellos enfermos mentales y su atención en recursos sanitarios 
específicos, con el interés público de velar por la seguridad de la población  y la dificultad de la 
convocatoria a la vista de la variedad de servicios asistenciales que se pretende convenir. 

XXI.- La subvención objeto del expediente se encuentra contemplada dentro del Plan 
Estratégico General de Subvenciones de la Ciudad Autónoma de Melilla 2017-2019 (BOMe. Extraord. 
núm. 18, de 25 de octubre de 2017)

XXII.- La Entidad beneficiaria ha aportado según consta en el expediente la documentación que 
recoge como necesaria para la percepción de la subvención de acuerdo con lo previsto en el art. 13 de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, LGS y el art. 12 del Reglamento General de Subvenciones de la 
Ciudad Autónoma de Melilla

XXIII.- Con fecha 21 de junio de 2018, se ha emitido informe favorable para la incoación del 
expediente de subvención nominativa a favor de la Entidad Hermanas Hospitalarias Sagrado Corazón 
de Jesús, Complejo Asistencial, titular del CIF. R-2900079-A, ante la inexistencia del referido recurso en 
esta Ciudad y la necesidad social y humanitaria de atender a estos enfermos con trastorno mental y sus 
familias.

XXIV.- Con fecha 21 de junio de 2018, se ha Acordado la incoación del expediente de 
subvención nominativa a favor de la Entidad Hermanas Hospitalarias Sagrado Corazón de Jesús, 
Complejo Asistencial, titular del CIF. R-2900079-A, ante la inexistencia del referido recurso en esta 



Ciudad y la necesidad social y humanitaria de atender a estos enfermos con trastorno mental y sus 
familias existiendo RC expedido por la Sra. Interventora General de la Ciudad  según RC 
SUBVENCIONES núm.  12018000008601, de 15 de febrero de 2018

XXV.- Finalmente, por Acuerdo de la Excma. Asamblea de fecha 23 de enero de 2018, relativo a 
aprobación definitiva de los presupuestos generales de la Ciudad Autónoma de Melilla para el ejercicio 
2018 (BOMe. extraord. núm. 1, de 24 de enero de 2017) donde figura nominativamente la subvención a 
la entidad referida por importe de CIENTOCHENTA Y DOS MIL QUINIENTOS EUROS CON CERO 
CÉNTIMOS (182.500, 00 €) en la Aplicación Presupuestaria 05 23133 48900 

Por todo ello, en virtud de las competencias que me atribuye el artículo 33.5.e) del Reglamento de 
Gobierno y de la Administración de la Ciudad Autónoma de Melilla VENGO A ELEVAR AL CONSEJO 
DE GOBIERNO LA SIGUIENTE PROPUESTA:   

La autorización y suscripción del Convenio de Colaboración que se adjunta como documento Anexo a la 
presente propuesta entre la Consejería de Bienestar Social y la Entidad Hermanas Hospitalarias 
Sagrado Corazón de Jesús, Complejo Asistencial, con CIF. R-2900079-A, y domicilio social en c/ San 
Juan Bosco, núm. 41, Málaga. C. P. 29014, por aquellas plazas que se ocupen de forma efectiva hasta 
el importe máximo CIENTOOCHENTA Y DOS MIL QUINIENTOS EUROS CON CERO CÉNTIMOS 
(182.500, 00 €), existiendo €), existiendo RC de Sra. Interventora General de la Ciudad, según RC 
SUBVENCIONES núm.  12018000008601, de 15 de febrero de 2018, expedido por la Sra. Interventora 
General de la CAM  para atender a las obligaciones que dimane del mismo en el Presupuesto anual de 
gastos para el año 2018”.

PUNTO SEXTO.- CONVENIO CON LA FUNDACIÓN FUTUMELILLA.- ACG517.24.07.2018.- 
El Consejo de Gobierno acuerda aprobar Propuesta de la Consejería de Bienestar Social, que 
literalmente dice:

“Asunto: Subvención Nominativa a la Fundación Tutelar “FUTUMELILLA” para financiar los gastos de 
mantenimiento de la sede de la Fundación para el ejercicio presupuestario 2018.- 

ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS

I.- Con fecha 25 de agosto de 2017, se presenta por la Fundación Tutelar de Melilla (en adelante 
FUTUMELILLA) , titular del CIF G 52014339, escrito con entrada en el Registro General registrado al nº 
73197, en el que se solicita subvención económica para el mantenimiento de los gastos de la sede de la 
Fundación Tutelar Futumelilla para el año 2018, por importe de 28.667, 00 €.

II.- En los Estatutos de la misma, se recoge en su artículo 6, como único objeto de la misma, 
entre otros, la Tutela, Curatela, Guarda y Protección de personas con discapacidad psíquica legalmente 
incapaces, o cualquier otra forma jurídica prevista o permitida por el Código Civil.

III.- El Programa consiste en el mantenimiento de los gastos de la sede de la Fundación Tutelar 
Futumelilla, toda vez que en la misma se desarrolla toda la actividad administrativa de soportan las 
actuaciones que se refieren a los aspectos de la vida diaria de  persona y de los bienes de los 
tutelados por esta Fundación.

IV.- La Declaración de los Derechos del Retrasado Mental – término hoy felizmente sustituido- 
(Resolución nº 2856, de la Vigésimo Sexta Asamblea General de la Organización de las Naciones 



Unidas, del año 1971); señala que debe contar con la atención de un tutor cualificado cuando eso 
resulte indispensable para la protección de su persona y sus bienes

V.- La Declaración de los Derechos de los Incapacitados (Resolución nº 3447, de la Trigésima 
Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas del año 1975);dispone que el impedido 
debe poder contar con el beneficio de una asistencia letrada jurídica competente cuando se compruebe 
que esa asistencia es indispensable para la protección de su persona y sus bienes. 

VI.- El  Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
dispone en su artículo 72 que la administración del Estado, las comunidades autónomas y las entidades 
locales ampararán la iniciativa privada sin ánimo de lucro, colaborando en el desarrollo de estas 
actividades mediante asesoramiento técnico, coordinación, planificación y apoyo económico. Especial 
atención recibirán las entidades sin ánimo de lucro, promovidas por las propias personas con 
discapacidad, sus familiares o sus representantes legales

VII.- En el Plan de Acción de la Estrategia Española sobre Discapacidad 2014-2020, aprobado 
por Acuerdo del Consejo de Ministros el día 12 de septiembre de 2014, recoge entre sus Objetivos 
estratégicos, el garantizar la plena igualdad de las personas con discapacidad en el ejercicio de todos 
sus derechos con el resto de los ciudadanos. 

VIII.- El anterior Plan Nacional de Acción para la Inclusión Social 2013-2016 del Reino de 
España, aprobado por Acuerdo de Consejo de Ministros el 13 de diciembre de 2013, recogía entre sus 
actuaciones, al número 74, relativa a los servicios sociales consistente en: Colaborar en el impulso y 
desarrollo de los programas gestionados por las entidades sin fines de lucro, de acuerdo con lo 
establecido en el Plan Estratégico Nacional de Infancia y Adolescencia 2013-2016, destinados a apoyar 
a familias que se encuentran en situación de especial dificultad o vulnerabilidad social, recogiendo en la 
número 78, destinadas a personas con discapacidad, consistente en desarrollar la Ley general de 
derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social mediante, entre otros aspectos, 
modificaciones en lo relativo al ejercicio de la capacidad jurídica  por las personas con discapacidad, con 
el fin de adaptar la normativa existente en España a la Convención Internacional sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad

IX.- El Reglamento Orgánica de la Consejería de Bienestar Social y Sanidad en su artículo 2.2. f) 
A. 2 (BOMe nº 5026, de 17/05/2013), recoge entre las funciones el desarrollo de programas y la  
concesión y gestión de subvenciones en materia de asistencia social, sanidad y consumo. Por Acuerdo 
del Consejo de Gobierno de fecha 30 de septiembre de 2016 sobre distribución de competencias a 
las Consejerías de la Ciudad (BOME extraordinario núm. 17, de 30 de septiembre) se atribuye a  la 
Consejería de Bienestar Social, entre otras, la competencia en materia de Servicios Sociales

X- A los efectos de unificar la tramitación administrativa, de las distintas Direcciones Generales 
de esa Consejería  por la Sra. Jefa de Sección Presupuestaria y Administrativa, en informe oral de fecha 
20 de enero de 2013, señala como criterio suficiente para la concesión de la presente subvención 
nominativa presupuestaria, la emisión de Informe por parte de la Dirección General que corresponda por 
razón de la materia, sin Informe previo del técnico del servicio responsable. No obstante, por los 
técnicos de esta Dirección General se ha realizado una evaluación del referido programa con valoración 
positiva hacia el mismo (Informe de 20/06/2018)

XI.- Con fecha 5 de febrero de 2018, se emite Retención de Crédito por la Sra. Interventora 
General de la Ciudad de Melilla, RC SUBVENCIONES nº 12018000006076, de 2 de febrero de 2018 en 
la Aplicación Presupuestaria 05/23106/48900, Convenio Fundación Tutelar, por importe de 28.667,00 €.

XII.- En el Plan de Inclusión Social de la Ciudad de Melilla 2013- 2017, aprobado por el Consejo 
de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Melilla el 31 de agosto de 2012, en el que aparece entre las 
acciones que se contemplan en el área de servicios sociales, el garantizar la asistencia integral a las 



personas mayores y a aquellas que se encuentran en situación de dependencia, procurándoles un 
desarrollo normal en su entorno.

XIII.- La Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, hecho en Nueva York 
el 13 de diciembre de 2006, en vigor en España desde el 3 de mayo de 2008,  señala en su artículo 4, 
como obligaciones generales de los Estados participantes: asegurar y promover el pleno ejercicio de 
todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin 
discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se comprometen entre 
otras actuaciones a:

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes 
para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención;

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar 
leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las 
personas con discapacidad;

c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la protección y promoción de 
los derechos humanos de las personas con discapacidad;

Posteriormente el art. 28 de esa Convención relativo al nivel de vida adecuado y protección social 
de las personas con discapacidad, señala que los Estados Partes reconocen el derecho de las personas 
con discapacidad a un nivel de vida adecuado para ellas y sus familias, lo cual incluye alimentación, 
vestido y vivienda adecuados, y a la mejora continua de sus condiciones de vida, y adoptarán las 
medidas pertinentes para salvaguardar y promover el ejercicio de este derecho sin discriminación por 
motivos de discapacidad. a

XIV.-  La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, dispone en su artículo 16 
respecto a la formalización y contenidos de los Convenios y contratos con Entidades Colaboradoras, lo 
siguiente:

1.Se formalizará un convenio de colaboración entre el órgano administrativo concedente y la 
entidad colaboradora en el que se regularán las condiciones y obligaciones asumidas por ésta.

2. El convenio de colaboración no podrá tener un plazo de vigencia superior a cuatro años, si 
bien podrá preverse en el mismo su modificación y su prórroga por mutuo acuerdo de las partes antes 
de la finalización de aquél, sin que la duración total de las prórrogas pueda ser superior a la vigencia del 
período inicial y sin que en conjunto la duración total del convenio de colaboración pueda exceder de 
seis años.

No obstante, cuando la subvención tenga por objeto la subsidiación de préstamos, la vigencia 
del convenio podrá prolongarse hasta la total cancelación de los préstamos.

3. El convenio de colaboración deberá contener, como mínimo, los siguientes  extremos:
a) Definición del objeto de la colaboración y de la entidad colaboradora. 
b) Identificación de la normativa reguladora especial de las subvenciones que van a ser 

gestionadas por la entidad colaboradora.
c) Plazo de duración del convenio de colaboración.
d) Medidas de garantía que sea preciso constituir a favor del órgano administrativo concedente, 

medios de constitución y procedimiento de cancelación.
e) Requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la entidad colaboradora en las diferentes fases 

del procedimiento de gestión de las subvenciones.
f) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, determinación del período 

de entrega de los fondos a la entidad colaboradora y de las condiciones de depósito de los fondos 
recibidos hasta su entrega posterior a los beneficiarios. 

g) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, condiciones de entrega a 
los beneficiarios de las subvenciones concedidas por el órgano administrativo concedente.

h) Forma de justificación por parte de los beneficiarios del cumplimiento de las condiciones para 
el otorgamiento de las subvenciones y requisitos para la verificación de la misma.



i) Plazo y forma de la presentación de la justificación de las subvenciones aportada por los 
beneficiarios y, en caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, de acreditación por 
parte de la entidad colaboradora de la entrega de los fondos a los beneficiarios.

j) Determinación de los libros y registros contables específicos que debe llevar la entidad 
colaboradora para facilitar la adecuada justificación de la subvención y la comprobación del 
cumplimiento de las condiciones establecidas.

k) Obligación de reintegro de los fondos en el supuesto de incumplimiento de los requisitos y 
obligaciones establecidas para la concesión de la subvención y, en todo caso, en los supuestos 
regulados en el artículo 37 de esta ley. 

l) Obligación de la entidad colaboradora de someterse a las actuaciones de comprobación y 
control previstas en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15 de esta ley.

m) Compensación económica que en su caso se fije a favor de la entidad colaboradora.
4. Cuando las comunidades autónomas o las corporaciones locales actúen como entidades 

colaboradoras, la Administración General del Estado o los organismos públicos vinculados o 
dependientes de la misma suscribirán con aquéllas los correspondientes convenios en los que se 
determinen los requisitos para la distribución y entrega de los fondos, los criterios de justificación y de 
rendición de cuentas.

De igual forma, y en los mismos términos, se procederá cuando la Administración General del 
Estado o los organismos públicos vinculados o dependientes de la misma actúen como entidades 
colaboradoras respecto de las subvenciones concedidas por las comunidades autónomas o las 
corporaciones locales.

5. En el supuesto de que las entidades colaboradoras sean personas sujetas a derecho privado 
se seleccionarán previamente mediante un procedimiento sometido a los principios de publicidad, 
concurrencia, igualdad y no discriminación y la colaboración se formalizará mediante convenio.

6. Cuando en virud del objeto de la colaboración sea de aplicación plena la Ley 30/2007, de 30 
de octubre, de Contratos del Sector Público la selección de las entidades colaboradoras se realizará 
conforme a los preceptos establecidos en dicha Ley. En este supuesto, el contrato, que incluirá 
necesariamente el contenido mínimo previsto en el apartado 3 ó 4 de este artículo así como el que 
resulte preceptivo de acuerdo con la normativa reguladora de los contratos públicos, deberá hacer 
mención expresa al sometimiento del contratista al resto de las obligaciones impuestas a las entidades 
colaboradoras por esta Ley.

XV.- La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, establece en su artículo 
22.2 a) que  se podrán conceder de forma directa, las previstas nominativamente en los Presupuestos 
Generales del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las entidades Locales, en los términos 
recogidos en los convenios y en la normativa reguladora de estas subvenciones. 

XVI.- La Ley General de Subvenciones, señala en su artículo 28, señala que:1. La resolución de 
concesión y, en  su caso, los convenios a través de los cuales se canalicen estas subvenciones 
establecerán las condiciones y compromisos aplicables de conformidad con lo dispuesto en esta ley. Los 
convenios serán el instrumento habitual para canalizar las subvenciones previstas nominativamente en 
los Presupuestos Generales del Estado, o en los de las corporaciones locales, sin perjuicio de lo que a 
este respecto establezca su normativa reguladora. En idéntico sentido se pronuncia el art. 65. 3 del 
Reglamento 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, que recoge posteriormente en ese apartado que:

La resolución o, en su caso, el convenio deberá incluir los siguientes extremos: 
a) Determinación del objeto de la subvención y de sus beneficiarios, de acuerdo con la 

asignación presupuestaria.
b) Crédito presupuestario al que se imputa el gasto y cuantía de la subvención, individualizada, 

en su caso, para cada beneficiario si fuesen varios.
c) Compatibilidad o incompatibilidad con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para 

la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, 
nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales.



d) Plazos y modos de pago de la subvención, posibilidad de efectuar pagos anticipados y 
abonos a cuenta, así como el régimen de garantías que, en su caso, deberán aportar los beneficiarios.

e) Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario del cumplimiento de la finalidad para la 
que se concedió la subvención y de la aplicación de los fondos percibidos.  

XVI.- El Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, viene a recoger en el artículo 67, aquellas 
subvenciones de concesión directa en que se acrediten razones de interés público, social, económico o 
humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública, debiendo cumplir la 
entidad beneficiaria, igualmente todos los requisitos recogidos en el artículo 22 de este mismo texto 
legal relativos a la acreditación del cumplimiento de las obligaciones tributarias, de seguridad social y 
residencial fiscal, que en este caso se deberán aportar por la Entidad Sociedad Cooperativa Ómnibus 
Automóviles .

XVII.- En el plano local la materia se recoge en la Ordenanza de Subvenciones de la Ciudad 
Autónoma de Melilla (BOMe 4.224) de 9 de septiembre de 2005, recoge en su artículo 19, la modalidad 
de concesión directa de la subvenciones, disponiendo en su apartado 1 que, podrán otorgarse las 
previstas nominativamente en el Presupuesto de la Ciudad, en los términos recogidos en los convenios 
y en la normativa reguladora de estas subvenciones.

XVIII.- En el plano local, la Ordenanza regula posteriormente en su artículo 20 el procedimiento 
de concesión señalando que en el supuesto de concesiones previstas nominativamente en el artículo 
19.1 de este Reglamento, será necesario la incoación de un expediente que contendrá, al menos, el 
procedimiento consistirá en:

a) La incoación de oficio por el órgano competente.
b) La solicitud debe reunir como mínimo los requisitos establecidos en el artículo 12.1 de este 

Reglamento.
c) Estas subvenciones nominativas tendrán el contenido mínimo previsto en el artículo 16 de la 

Ley General de Subvenciones. 
Estableciendo el art. 16 de la LGS que, el convenio de colaboración que se suscriba entre las 

entidades deberá contener, como mínimo, los siguientes extremos:
a) Definición del objeto de la colaboración y de la entidad colaboradora.
b) Identificación de la normativa reguladora especial de las subvenciones que van a ser 

gestionadas por la entidad colaboradora.
c) Plazo de duración del convenio de colaboración.
d) Medidas de garantía que sea preciso constituir a favor del órgano administrativo concedente, 

medios de constitución y procedimiento de cancelación.
e) Requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la entidad colaboradora en las diferentes fases 

del procedimiento de gestión de las subvenciones.
f) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, determinación del período 

de entrega de los fondos a la entidad colaboradora y de las condiciones de depósito de los fondos 
recibidos hasta su entrega posterior a los beneficiarios.

g) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, condiciones de entrega a 
los beneficiarios de las subvenciones concedidas por el órgano administrativo concedente.

h) Forma de justificación por parte de los beneficiarios del cumplimiento de las condiciones para 
el otorgamiento de las subvenciones y requisitos para la verificación de la misma.

i) Plazo y forma de la presentación de la justificación de las subvenciones aportada por los 
beneficiarios y, en caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, de acreditación por 
parte de la entidad colaboradora de la entrega de los fondos a los beneficiarios.

j) Determinación de los libros y registros contables específicos que debe llevar la entidad 
colaboradora para facilitar la adecuada justificación de la subvención y la comprobación del 
cumplimiento de las condiciones establecidas.



k) Obligación de reintegro de los fondos en el supuesto de incumplimiento de los requisitos y 
obligaciones establecidas para la concesión de la subvención y, en todo caso, en los supuestos 
regulados en el artículo 37 de esta ley.

l) Obligación de la entidad colaboradora de someterse a las actuaciones de comprobación y 
control previstas en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15 de esta ley.

m) Compensación económica que en su caso se fije a favor de la entidad colaboradora.

XVIII.- El Reglamento del Gobierno y de la Administración dispone en su artículo 33.5.k) como 
atribución del Consejero: “Aprobar, autorizar y suscribir, previo informe jurídico y de la Intervención, los 
Convenios de colaboración con personas físicas o jurídicas sujetas al derecho privado excluidos de la 
legislación de contratos del Sector Público y los Convenios a los que se refiere la Ley General de 
Subvenciones, cuando sean de cuantía inferior a 18.000 euros.”

XIX.- El art. 51.3 del Reglamento del Gobierno y de la Administración de la CAM, señala como 
atribución del Secretario Técnico de cada Consejería en materia de asesoramiento legal le corresponde 
a los Secretarios Técnicos: “b) La emisión de informes previos en los Convenios que celebre la Ciudad 
Autónoma de Melilla de las materias que sean competencias de la correspondiente Consejería”

XX.- El Reglamento del Gobierno y de la Administración de la CAM, recoge en su art. 55.2 entre 
las atribuciones de los Directores Generales: “La elaboración de Proyectos de Disposiciones, Acuerdos 
y Convenios respecto de las materias de su ámbito de funciones.

 XXI.- La Entidad beneficiaria ha aportado según consta en el expediente la documentación que 
recoge como necesaria para la percepción de la subvención de acuerdo con lo previsto en el art. 13 de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, LGS y el art. 12 del Reglamento General de Subvenciones de la 
Ciudad Autónoma de Melilla 

XXII.- La subvención objeto del expediente se encuentra contemplada dentro del Plan 
Estratégico General de Subvenciones de la Ciudad Autónoma de Melilla 2017-2019 (BOMe. Extraord. 
núm. 18, de 25 de octubre de 2017) 

XXIII.- En las Bases de Ejecución del Presupuesto de la Ciudad Autónoma de Melilla, señala en 
su Base 32, referente a la Tramitación de aportaciones a Convenios y Subvenciones, lo siguiente:

1. La concesión de cualquier tipo de subvenciones requerirá la formación de un expediente 
tramitado de conformidad con la Ley General de Subvenciones, Reglamento de la Ley General de 
Subvenciones y normativa de desarrollo de la Ciudad, en el que constará como mínimo: 

a) El destino de los fondos.
b) Los requisitos necesarios que se han de cumplir para que pueda procederse al pago.
c) Las causas que motivarían la obligación de reintegrar el importe percibido. 
2. Con carácter previo a la aprobación de los expedientes relativos a las convocatorias de 

subvenciones y las subvenciones tramitadas en régimen de concesión directa se remitirán a la 
Intervención General, para que ésta pueda emitir el informe de fiscalización previa preceptivo.

3. Para que pueda expedirse la orden de pago de la subvención es imprescindible que el órgano 
concedente compruebe la adecuada justificación de la subvención, así como la realización de la 
actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención.

En el caso de subvenciones en las que se proceda al pago anticipado, el centro gestor emitirá 
informe en el mismo sentido una vez justificada la subvención, procediéndose en caso de 
incumplimiento de las obligaciones impuestas al beneficiario a la tramitación del correspondiente 
procedimiento de reintegro.

4. De conformidad con el artículo 172.1 del RD 2568/1986 de 28 de noviembre, Reglamento de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, en los expedientes de 
subvenciones informará el Jefe de la Dependencia a la que corresponda tramitarlos, exponiendo los 
antecedentes y disposiciones legales o reglamentarias en que funde su criterio, salvo que le sea de 
aplicación otra norma específica.



Este informe se redactará en forma de propuesta de resolución.
En las subvenciones previstas nominativamente en los Presupuestos ( art. 22.2 a) de la LGS), 

este Informe vendrá referido al cumplimiento de los requisitos de procedimiento previstos en la 
normativa subvencional, debiendo referirse específicamente a la adecuación del convenio instrumental 
de concesión o resolución de concesión al contenido mínimo indispensable dispuesto en el artículo 65 
apartado 3 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

En el supuesto de concesión directa con carácter excepcional ( art. 22.2 letra c) LGS), el informe 
del órgano gestor vendrá referido al cumplimiento de los requisitos procedimentales y a la justificación 
de la concesión directa o carácter singular de la subvención, así como de las razones que acreditan el 
interés público, social, económico humanitario, u otras que justifican la dificultad de convocatoria pública.

A estos efectos, se entenderá por carácter extraordinario de la subvención aquella que no haya 
sido posible prever con la debida antelación y que por tanto no se haya otorgado de forma periódica y 
continua en ejercicios anteriores.

5. El expediente administrativo de subvenciones que se remita a fiscalización previa incluirá 
preceptivamente informe de legalidad de la Secretaría Técnica de la Consejería, con mención expresa 
de su adecuación al ordenamiento jurídico.

6. La justificación de los gastos sufragados con tales subvenciones deberá ser presentada por el 
beneficiario en los Servicios gestores, comprobando el órgano concedente la adecuada justificación de 
la subvención, así como la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la 
concesión o disfrute de la subvención emitiéndose informe por la Dirección General competente al 
efecto con el visto bueno del Consejero del área, tal y como se ha establecido en el apartado tercero de 
la presente base, no siendo suficiente la mera remisión del expediente a la Intervención.

Posteriormente, la intervención dentro del control financiero y fiscalización plena posterior ejercida 
sobre una muestra representativa de los expedientes de subvenciones, verificará que los expedientes 
se ajustan a las disposiciones aplicables en cada caso y determinar el grado del cumplimiento de la 
legalidad en la gestión de los créditos. El control financiero se adecuará al titulo III de la Ley 38/2003, 
General de Subvenciones en la medida que resulte de aplicació́n.

7. El órgano competente para la aprobación de la justificación de las subvenciones  será el que 
las otorgó, de conformidad con el artículo 32.1 de la LGS, en los términos prescritos en el apartado 
sexto de la presente base.

8. La Intervención General deberá registrar la situación de los fondos pendientes de justificación, 
a fin de efectuar su seguimiento y proponer las medidas procedentes.

9. Con carácter general, para justificar la aplicación de los fondos recibidos, debe tenerse en 
cuenta que :

a) Cuando el destino de la subvención es la realización de obra o instalación, será preciso que 
un técnico de los Servicios de la Ciudad se persone en el lugar y extienda acta del estado en que se 
halla la obra ejecutada.

b) Cuando el destino es la adquisición de material fungible, la prestación de servicios u otro de 
similar naturaleza, se podrá requerir la aportación de documentos originales acreditativos del pago 
realizado.

10.Las entidades beneficiarias, cualquiera que sea su naturaleza jurídica y siempre que deban 
formular cuentas anuales conforme al marco normativo de información financiera que le sea aplicable, 
que durante el ejercicio social inmediato anterior hubiesen recibido subvenciones o ayudas con cargo a 
los presupuestos de las Ciudad Autónoma de Melilla o de sus Organismos Autónomos, Administraciones 
Públicas o a fondos de la Unión Europea, por un importe total acumulado superior a 400.000 euros, 
pondrán a disposición de la Intervención, en su caso, la auditoría de las cuentas anuales 
correspondientes a dicho ejercicio y a los ejercicios en que se realicen las operaciones o ejecuten las 
inversiones correspondientes a las citadas subvenciones o ayudas.

11. Las entidades beneficiarias, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, que a lo largo del 
ejercicio Inmediatamente anterior hayan percibido en concepto de aportaciones y subvenciones una 
cuantía igual o superior a CIENTO VEINTE MIL EUROS (120.000 €), presentarán los estados contables 



aprobados por el órgano competente en su gestión, confeccionados de acuerdo con el Plan General de 
Contabilidad vigente.

12. No podrán concederse subvenciones por importe superior a la cuantía total máxima fijada en 
la convocatoria sin que previamente se realice una nueva convocatoria, salvo en el supuesto previsto en 
el apartado 2o del artículo 58 del RD 887/2006. 

13. Todas las subvenciones y convenios que se otorguen por la Ciudad Autónoma de Melilla, 
sus  Organismos Autónomos y entes dependientes se integrarán en una Base de Datos Única y Pública.

14. En atención al interés social y naturaleza de los colectivos destinatarios de las actuaciones que 
mediante las ayudas económicas familiares, de emergencia social y de suministros mínimos vitales y 
prestaciones de urgencia social se subvencionan por la Ciudad Autónoma de Melilla, estas ayudas 
quedan sometidas a un régimen de concurrencia no competitiva (o subvención por circunstancias 
excepcionales), concediéndose, a solicitud de la persona interesada, en atención a la mera 
concurrencia de una determinada situación en el perceptor, sin que sea necesario establecer la 
comparación de solicitudes ni la prelación entre las mismas, de acuerdo con lo establecido en el art. 
22 de LGS, y sujetas a valoración y diagnóstico por parte de los Técnicos competentes.

XXIV.- La subvención objeto del expediente se encuentra contemplada dentro del Plan 
Estratégico General de Subvenciones de la Ciudad Autónoma de Melilla 2017-2019 (BOMe. Extraord. 
núm. 18, de 25 de octubre de 2017).

XXV.- Por Acuerdo de la Excma. Asamblea de fecha 23 de enero de 2018, relativo a aprobación 
definitiva de los presupuestos generales de la Ciudad Autónoma de Melilla para el ejercicio 2018 
(BOMe. extraord. núm. 1, de 24 de enero de 2017) donde figura nominativamente la subvención a la 
entidad referida por importe de 28.667, 00 €. RC SUBVENCIONES nº 12018000006076, de 2 de febrero 
de 2018 en la Aplicación Presupuestaria 05/23106/48900,.

XXVI.- Con fecha 26 de junio de 2018, se ha emitido informe favorable para la incoación del 
expediente de subvención nominativa a favor de la Fundación FUTUMELILLA titular del CIF G 
52014339, para financiar los gastos del mantenimiento de la sede de la Fundación Tutelar “Futumelilla”, 
existiendo motivos de interés social y humanitaria ante la necesidad de designar a instancia de los 
Juzgados de Melilla  entidad que desarrolle el cargo de tutor para las personas con incapacidad.

XXVII.- Con fecha 26 de junio de 2018, se Acuerda la incoación del expediente de subvención 
nominativa a favor de la Fundación FUTUMELILLA titular del CIF G 52014339, para financiar los gastos 
del mantenimiento de la sede de la Fundación Tutelar “Futumelilla”, existiendo motivos de interés social 
y humanitaria ante la necesidad de designar a instancia de los Juzgados de Melilla  entidad que 
desarrolle el cargo de tutor para las personas con incapacidad.

XXVIII.- La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídicos del Sector Público, recoge entre 
los arts. 47 a 53, la definición y todos los aspectos a considerar en los convenios que se suscriban las 
Administraciones Públicas, ya con otras entidades del sector público, ya con entidades privadas 

Por todo ello, en virtud de las competencias que me atribuye el artículo 33.5.e) del Reglamento 
de Gobierno y de la Administración de la Ciudad Autónoma de Melilla VENGO A ELEVAR AL 
CONSEJO DE GOBIERNO LA SIGUIENTE PROPUESTA:  

 Aprobar y autorizar la suscripción del Convenio de Colaboración (en las condiciones y con las 
formalidades establecidas en el Anexo I que se adjunta a la presente propuesta) entre la Consejería de 
Bienestar Social y la Fundación FUTUMELILLA titular del CIF G 52014339, para financiar los gastos del 
mantenimiento de la sede de la Fundación Tutelar “Futumelilla”, puede entenderse comprendido entre 
las acciones del área de servicios sociales, garantizar la asistencia integral a las personas mayores y a 
aquellas que se encuentran en situación de dependencia, procurándoles un desarrollo normal en su 
entorno, dentro del Plan de Inclusión Social  2013- 2017 de esta Ciudad Autónoma de Melilla, hasta un 
importe de VEINTIOCHO MIL SEISCIENTOS SESENTA Y SIETE EUROS CON CERO CÉNTIMOS 



(28.667, 00 €), para el ejercicio presupuestario 2018, existiendo RC SUBVENCIONES nº 
12018000006076, de 2 de febrero de 2018 en la Aplicación Presupuestaria 05/23106/48900, para hacer 
frente al gasto”.

PUNTO SÉPTIMO.- CONVENIO CON LA ENTIDAD HOSPITAL PSIQUIÁTRICO SAN 
FRANCISCO DE ASÍS,S.A- ACG518.24.07.2018.- El Consejo de Gobierno acuerda aprobar 
propuesta de la Consejería de Bienestar Social, que literalmente dice:

“ANTECEDENTES

I.- La Consejería de Bienestar Social, tiene entre sus competencias en materia de servicios 
sociales el desarrollo de Programas de atención a personas con discapacidad y a la Tercera Edad, de 
Acuerdo del Consejo de Gobierno de fecha 30 de septiembre de 2016, (BOMe. Extraordinario nº 17 de 
30 de septiembre de 2016), relativo a la modificación del Decreto de distribución de competencias entre 
las Consejerías de la Ciudad.

II.- En el marco de la colaboración institucional, esta Consejería ha contribuido con el Servicio 
Público de Salud a la atención del enfermo mental de forma indirecta y a otros colectivos como la 
atención a enfermos en fase terminal mediante la suscripción de convenios de colaboración, de forma 
directa, como medio de mejorar la atención al residente en este municipio.

III.- La atención al paciente con enfermedad mental se ha ido canalizando mediante la concesión 
de ayudas individuales para la acogida residencial en  recursos sanitarios especializados del paciente 
fuera del ámbito territorial de Melilla, en atención a la situación personal y familiar del usuario, que 
derivados desde el Servicio de Psiquiatría del Hospital Comarcal o desde la Unidad de Salud Mental.

IV.- Dicha atención se desarrolla a través de distintos Centros de Atención Sanitaria 
Especializada sobre todos radicados en la ciudad de Málaga, pero conlleva la necesidad de realizar 
trámites independientes para cada paciente que es ingresado, se precisa convenir plazas de atención 
residencial psiquiátricas en el Centro “San Francisco de Asís” de Málaga, con el que se ha mantenido 
relaciones de colaboración para la atención residencial de pacientes melillenses a la vista de la ausencia 
de centros sanitarios psiquiátricos en la ciudad y evitar una dilación en el tratamiento sanitarios de los 
usuarios, con el consiguiente perjuicio tanto para los pacientes como para sus familias.

V.- La Ley Orgánica 2/1995, de 13 de marzo, de Estatuto de Autonomía de la Ciudad de Melilla, 
dispone en su art. 5.2.a) que:

 “Las instituciones de la ciudad de Melilla, dentro del marco de sus competencias, ejercerán sus 
poderes con los siguientes objetivos básicos:

a) La mejora de las condiciones de vida, elevación del nivel cultural y de trabajo de todos los 
melillenses.(...)” 

Posteriormente el referido Estatuto de Autonomía dispone en su art. 21.1. 18 que la ciudad de Melilla 
ejercerá competencias entre otras materias en asistencia social

VI.- Entre los principios para la protección de los enfermos mentales y el  mejoramiento de la 
atención de la salud mental Adoptados por la Asamblea  General en su resolución 46/119, de 17 de 
diciembre de 1991, se recoge que  todas las personas tienen derecho a la mejor atención disponible en 
materia de salud mental, que será parte del sistema de asistencia sanitaria y social.  igualmente, todo 
paciente tendrá derecho a ser tratado en un ambiente lo menos restrictivo posible y a recibir el 
tratamiento menos restrictivo y alterador posible que corresponda a sus necesidades de salud y a la 
necesidad de proteger la seguridad física de terceros. El tratamiento y los cuidados de cada paciente se 
basarán en un plan prescrito individualmente, examinado con el paciente, revisado periódicamente, 
modificado llegado el caso y aplicado por personal profesional calificado. 



VII.- El Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
dispone en su artículo 10, entre los Derechos a la protección de la salud, que

“1. Las personas con discapacidad tienen derecho a la protección de la salud, incluyendo la 
prevención de la enfermedad y la protección, promoción y recuperación de la salud, sin discriminación 
por motivo o por razón de discapacidad, prestando especial atención a la salud mental y a la salud 
sexual y reproductiva.

2. Las actuaciones de las administraciones públicas y de los sujetos privados prestarán atención 
específica a las necesidades de las personas con discapacidad, conforme a la legislación sanitaria 
general y sectorial vigente. 

3. Las administraciones públicas desarrollarán las actuaciones necesarias para la coordinación de la 
atención de carácter social y de carácter sanitario, de forma efectiva y eficiente, dirigida a las 
personas que por problemas de salud asociados a su discapacidad tienen necesidad simultánea o 
sucesiva de ambos sistemas de atención, y promoverán las medidas necesarias para favorecer el 
acceso de las personas con discapacidad a los servicios y prestaciones relacionadas con su salud en 
condiciones de igualdad con el resto de ciudadanos.”

VIII.- El Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
dispone en su artículo 58, relativa a la financiación de las ayudase, servicios dirigidas a las personas con 
discapacidadque:

“La financiación de las distintas prestaciones, subsidios, atenciones y servicios contenidos en 
esta ley se efectuará con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, y a los de las comunidades 
autónomas y entidades locales, de acuerdo con las competencias que les correspondan 
respectivamente. En dichos presupuestos deberán consignarse las dotaciones correspondientes 
conforme a la legislación vigente”

IX.- El Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
dispone en su artículo 72, relativa a la iniciativa privada en este campo que:

“1. La administración del Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales ampararán 
la iniciativa privada sin ánimo de lucro, colaborando en el desarrollo de estas actividades mediante 
asesoramiento técnico, coordinación, planificación y apoyo económico. Especial atención recibirán las 
entidades sin ánimo de lucro, promovidas por las propias personas con discapacidad, sus familiares o 
sus representantes legales.

2. Será requisito indispensable para percibir dicha colaboración y ayuda que las actuaciones 
privadas se adecuen a las líneas y exigencias de la planificación sectorial que se establezca por parte 
de las administraciones públicas.

3. En los centros financiados, en todo o en parte, con cargo a fondos públicos, se llevará a cabo 
el control del origen y aplicación de los recursos financieros, con la participación de los interesados o 
subsidiariamente sus representantes legales, de la dirección y del personal al servicio de los centros sin 
perjuicio de las facultades que correspondan a los poderes públicos”.

X.- El Plan de Acción de la Estrategia Española sobre Discapacidad 2014- 2020, aprobado por 
Acuerdo del Consejo de Ministros el día 12 de septiembre de 2014, establece dentro del objetivo 
operativo 4, el Garantizar la consideración específica las necesidades de las personas con discapacidad 
en el ejercicio de su derecho a la protección de la salud para ofrecerles una atención de la máxima 
calidad en igualdad de condiciones respecto al resto de los ciudadanos

XI.- La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, establece en su artículo 
22.2 que se podrán conceder de forma directa y excepcional entre otras subvenciones, aquellas otras 
subvenciones en que se acrediten razones de interés público, social, económico o humanitario, u otras 
debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública.



XII.- El Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, viene a recoger en el artículo 67 aquellas 
subvenciones de concesión directa en que se acrediten razones de interés público, social, económico o 
humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública, debiendo cumplir la 
entidad beneficiaria, igualmente todos los requisitos recogidos en el artículo 22 de este mismo texto 
legal relativos a la acreditación del cumplimiento de las obligaciones tributarias, de seguridad social y 
residencial fiscal, que en este caso se deberán aportar por la Entidad Hospital San Francisco de Asís de 
Málaga.

XIII.- En el plano local la materia se recoge en la Ordenanza de Subvenciones de la Ciudad 
Autónoma de Melilla (BOMe 4.224) de 9 de septiembre de 2005, recoge en su artículo 19, la modalidad 
de concesión directa de la subvenciones, disponiendo en su apartado 1 que, podrán otorgarse las 
previstas nominativamente en el Presupuesto de la Ciudad, en los términos recogidos en los convenios 
y en la normativa reguladora de estas subvenciones.

XIV.- La referida Ordenanza regula posteriormente en su artículo 20 el procedimiento de 
concesión señalando que en el supuesto de concesiones previstas nominativamente en el artículo 19.1 
de este Reglamento, será necesario la incoación de un expediente que contendrá, al menos, el 
procedimiento consistirá en:

a) La incoación de oficio por el órgano competente.
b) La solicitud debe reunir como mínimo los requisitos establecidos en el artículo 12.1 de este 

Reglamento.
c) Estas subvenciones nominativas tendrán el contenido mínimo previsto en el artículo 16 de la 

Ley General de Subvenciones.
Estableciendo el art. 16 de la LGS que, el convenio de colaboración que se suscriba entre las 

entidades deberá contener, como mínimo, los siguientes extremos:
a) Definición del objeto de la colaboración y de la entidad colaboradora.
b) Identificación de la normativa reguladora especial de las subvenciones que van a ser 

gestionadas por la entidad colaboradora.
c) Plazo de duración del convenio de colaboración.
d) Medidas de garantía que sea preciso constituir a favor del órgano administrativo concedente, 

medios de constitución y procedimiento de cancelación.
e) Requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la entidad colaboradora en las diferentes fases 

del procedimiento de gestión de las subvenciones.
f) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos,

determinación del período de entrega de los fondos a la entidad colaboradora y de las condiciones de 
depósito de los fondos recibidos hasta su entrega posterior a los beneficiarios.

g) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, condiciones de entrega a 
los beneficiarios de las subvenciones concedidas por el órgano administrativo concedente.

h) Forma de justificación por parte de los beneficiarios del cumplimiento de las condiciones para 
el otorgamiento de las subvenciones y requisitos para la verificación de la misma.

i) Plazo y forma de la presentación de la justificación de las subvenciones aportada por los 
beneficiarios y, en caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, de acreditación por 
parte de la entidad colaboradora de la entrega de los fondos a los beneficiarios.

j) Determinación de los libros y registros contables específicos que debe llevar la entidad 
colaboradora para facilitar la adecuada justificación de la subvención y la comprobación del 
cumplimiento de las condiciones establecidas.

k) Obligación de reintegro de los fondos en el supuesto de incumplimiento de los requisitos y 
obligaciones establecidas para la concesión de la subvención y, en todo caso, en los supuestos 
regulados en el artículo 37 de esta ley.

l) Obligación de la entidad colaboradora de someterse a las actuaciones de comprobación y 
control previstas en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15 de esta ley.

m) Compensación económica que en su caso se fije a favor de la entidad colaboradora.



XV.- Que girada visita por técnico de esta Consejería al objeto de examinar y valorar las 
instalaciones fue valorado positivamente las instalaciones y los servicios del referido Centro Hospitalario, 
posteriormente, en mayo de 2014, se cursa visita para esta Dirección General, confirmando la valoración 
de los servicios.

XVI.- El Hospital Psiquiátrico San Francisco de Asís Sociedad Anónima, con Cif nº A-
29.055.670, con domicilio en Avenida Hernán Núñez de Toledo, número 5, Málaga, que tiene 
experiencia contrastada en la atención apacientes con enfermedad mental, disponiendo de las 
instalaciones suficientes y acordes con la atención a los mismos en la ciudad de Málaga, por lo que 
tiene capacidad suficiente para la atención a estos pacientes, circunstancia que viene conformada por 
los distintos convenios que la Entidad mantiene con otras instituciones públicas como la Ciudad de 
Ceuta 

XVII.- El precio ofertado por la Entidad privada por ocupación de plaza residencial es 78 € 
diarios lineales, a lo que habría que descontar la aportación de cada paciente en función de su renta por 
paciente y que en ningún caso puede superar en su computo mensual los 100€/día, 
comprometiéndonos, igualmente, a abonar aquellos gastos que se ocasionen por el consumo de 
aquellos fármacos que no sean cubiertos por el sistema público de salud de forma total o parcial en 
atención de las circunstancias sanitarias y socioeconómicas de los pacientes.

XVIII.- Se opta por la suscripción del Convenio a la vista de la complejidad y especificidad de las 
actuaciones a desarrollar por parte de la Entidad convenida, en la atención sanitaria mental que se 
pretende (unidad de media y larga estancia para enfermos mentales y atención a personas con 
discapacidad intelectual y piso tutelado), que se desarrolla en el complejo asistencial y que a la vista de 
la presión asistencial que se remite desde los servicios psiquiátricos y la necesidad de dar una 
respuesta urgente y específica a los casos que se plantean, se une al interés social por cuanto se 
persigue la recuperación de aquellos enfermos mentales y su atención en recursos sanitarios 
específicos, con el interés público de velar por la seguridad de la población y la dificultad de la 
convocatoria a la vista de la variedad de servicios asistenciales que se pretende convenir, además de 
que la opción del centro adecuado se corresponde con el criterio asistencial motivado del médico 
facultativo de referencia del sistema público de salud

XIX.- La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídicos del Sector Público, recoge en su 
artículo 47.1, dispone que: Son convenios los acuerdos con efectos jurídicos adoptados por las 
Administraciones Públicas, los organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o 
dependientes o las Universidades públicas entre sí o con sujetos de derecho privado para un fin común.

XX.- El Hospital Psiquiátrico San Francisco de Asís tiene como misión, recogida en su Código 
Ético: “Dar una atención con los máximos niveles de excelencia sin perder el ideal fundacional que fue 
redactado como la necesidad de unir tanto en ciencia como en caridad, poniendo al servicio de los 
enfermos todos los afanes, el tacto en estudio como en experiencia, en consonancia con los preceptos 
científicos de la moderna psiquiatría, teniendo presente que estos centros deben ser muy especiales ya 
que las razones de elevado orden científico y de amor a los pacientes, nos mueve a consagrarle a todos 
ellos todos nuestros amores en toda Nuestra vida”

XXI.- Con fecha 15 de febrero de 2018, se emite informe de la Intervención General de la 
Ciudad de Melilla en el que se recoge la existencia de un compromiso de gasto de gasto en la Aplicación 
Presupuestaria 05 23134 48900 en concepto de Convenio Hospital Psiquiátrico San Francisco, por un 
importe de SEISCIENTOS QUINCE MIL DOS EUROS CON ONCE CÉNTIMOS (615.002,11 €) RC 
SUBVENCIONES nº 12018000008611, de 15 de febrero de 2018.

XXiI.- Con fecha 4 de junio de 2018, se emite Informe favorable de la Dirección General de 
Servicios Sociales a la concesión de la subvención nominativa que nos ocupa, por razones de interés 
social yy humanitario y por las dificultades de realizar convocatoria pública ya que la atención residencial 
depende del criterio de idoneidad del recurso que emite el medico facultativo responsable del servicio 



público de salud ajeno a esta Administración en atención a la patología del paciente con trastorno 
mental 

XXiII.- Con fecha  4 de junio de 29018, se dicta Acuerdo de incoación para la concesión de la 
subvención nominativa prevista en los Presupuestos generales de la Ciudad Autónoma de Melilla, 
justificándolos en las razones anteriormente expuestas en el apartado anterior  

Por todo ello, en virtud de las competencias que me atribuye el artículo 33.5.e) del Reglamento 
de Gobierno y de la Administración de la Ciudad Autónoma de Melilla VENGO A ELEVAR AL 
CONSEJO DE GOBIERNO LA SIGUIENTE PROPUESTA: 

Aprobar y autorizar la suscripción del Convenio de Colaboración (en las condiciones y con las 
formalidades establecidas en el Anexo I que se adjunta a la presente propuesta) entre la Consejería de 
Bienestar Social y la y la entidad Hospital Psiquiátrico San Francisco de Asís Sociedad Anónima, con Cif 
nº A-29.055.670, con domicilio en Avenida Hernán Núñez de Toledo, número 5, Málaga, por aquellas 
plazas que se ocupen de forma efectiva hasta el importe máximo SEISCIENTOS QUINCE MIL DOS 
EUROS CON ONCE CÉNTIMOS (615.002,11 €) existiendo RC SUBVENCIONES nº 12018000008611 
de 15 de febrero de 2018, expedido por el Sr. Interventor General de la Ciudad, para atender a las 
obligaciones que dimane del mismo en el Presupuesto anual de gastos para el año 2018, a detraer de la 
Aplicación Presupuestaria núm. 05 23134 48900”.

PUNTO OCTAVO.- CONVENIO CON LA ASOCIACIÓN “TRASTORNOS DE ESPECTRO 
AUTISTA MELILLA AVANZA” (TEAMA).- ACG519.24.07.2018.- El Consejo de Gobierno 
acuerda aprobar Propuesta de la Consejería de Bienestar Social, que literalmente dice:

“Asunto: Subvención Nominativa a la Asociación Trastornos de Espectro Autista Melilla Avanza  
(TEAMA) para la realización del Proyecto Servicio de Apoyo e intervención en contextos naturales 
Melilla (SAICONM) para el ejercicio presupuestario 2018.- 

ANTECEDENTES
I.- Con fecha 5 de febrero de 2018, (Reg. núm. 2018011183) se aporta por la Asociación 

Memoria justificativa sobre la subvención nominativa concedida en el año 2017, como primer paso para 
articular la concesión de la  subvención nominativa prevista en  los Presupuestos Generales del CAM 
para la realización del Proyecto Servicio de Apoyo e Intervención en contextos naturales Melilla 
(SAICONM).Posteriormente, con fecha 27 de febrero de 2018, se presenta por la Asociación Trastornos 
de Espectro Autista Melilla Avanza (en adelante TEAMA) titular del CIF G 52030327, escrito con entrada 
en el Registro General registrado al núm. 2018020172, en el que da cuenta de su régimen de 
contratación laboral de las personas que realizan la actividad.

II.- En los Estatutos de la misma, se recoge en su artículo 6, como fines de la misma, entre 
otros, apoyar a las familias para mejorar las condiciones de vida de estas personas con trastornos del 
desarrollo, trastornos del espectro autista y patologías afines, promover la mejora de las actuaciones 
sanitarias , así como la integración escolar, laboral y social de estos promover enfoques actitudes 
sociales positivas hacia estas personas

III.- El Programa a financiar pretende la realización de un servicio de terapia ambulatoria para 
niños con algún Trastorno del Espectro Autista (TEA) y otras patologías afines, desarrollando la terapia 
en contextos en los que se desenvuelve la vida del afectado, en su entorno escolar y en entornos 
comunitarios. Destaca la implicación y participación que en proyecto tiene la familia lo que es 
coincidente con las recomendación y aportaciones de los expertos en este tipo de patologías.

IV.- El Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, hecho en Nueva York, 
el 13 de diciembre de 2006, en vigor en España desde el 3 de mayo de 2008, establece en su artículo 4 



el compromiso de los estados participantes de tener en cuenta, en todas las políticas y todos los 
programas, la protección y promoción de los derechos humanos de las personas con discapacidad

V.- El  Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
dispone en su artículo 72 que la administración del Estado, las comunidades autónomas y las entidades 
locales ampararán la iniciativa privada sin ánimo de lucro, colaborando en el desarrollo de estas 
actividades mediante asesoramiento técnico, coordinación, planificación y apoyo económico. Especial 
atención recibirán las entidades sin ánimo de lucro, promovidas por las propias personas con 
discapacidad, sus familiares o sus representantes legales

VI.- El Plan Nacional de Acción para la Inclusión Social 2013-2016 del Reino de España, 
aprobado por Acuerdo de Consejo de Ministros el 14 de octubre de 2011, se asienta sobre los principios 
de no discriminación, igualdad de trato ante la ley e igualdad de oportunidades, vida independiente, 
normalización, accesibilidad universal, diseño para todos, diálogo civil, transversalidad de las políticas 
de discapacidad, participación, responsabilidad pública, integralidad y extensividad, eficiencia y eficacia, 
economía de la discapacidad, sensibilización e imaginación y creatividad. El propósito de la Estrategia 
“es facilitar que todas las personas con discapacidad puedan disfrutar de todos sus derechos y que tanto 
la sociedad en su conjunto como las propias personas con discapacidad puedan beneficiarse 
plenamente de la aportación de éstos en la economía y la vida social”: 

VII.- La Estrategia española de Discapacidad 2012- 2020 aprobada por el Consejo de Ministros 
12 de septiembre 2014, tiene entre sus objetivos el fomentar el desarrollo de la vida independiente, así 
como, facilitar alternativas formativas y laborales a las personas a las que le sobrevenga una 
discapacidad en edad adulta

VIII.- El  Plan de Acción de la Estrategia Española  sobre Discapacidad 2014-2020, aprobado 
por Acuerdo del Consejo de Ministros el día 12 de septiembre de 2014, recoge en su objetivo operativo 
1. apartado 5., el Impulsar programas que promuevan el desarrollo de las habilidades y competencias 
adecuadas en los padres y madres para el ejercicio de sus responsabilidades de cuidado, apoyo, 
atención y educación de sus hijos con discapacidad, así como la promoción de un entorno que 
favorezca y potencie dicho ejercicio. Y en el objetivo operativo 3, apartado 18.- Promover la participación 
y disfrute del medio natural por las personas con discapacidad. 

IX.- Con fecha 16 de febrero de 2018, se emite informe de la Sra. Interventora General de la 
Ciudad de Melilla en el que se recoge la existencia de un compromiso de gasto de gasto en la partida 
presupuestaria 05 23140 48900 en concepto de Convenio Autismo Melilla, por un importe de 40.000, 00 
€, RC SUBVENCIONES núm. 12018000008664, de 15 de febrero de 2018

X.- El Reglamento Orgánico de la Consejería de Bienestar Social y Sanidad en su artículo 2.2. f) 
A. 2 (BOMe nº 5026, de 17/05/2013), recoge entre las funciones el desarrollo de programas y la  
concesión y gestión de subvenciones en materia de asistencia social, sanidad y consumo. Modificado 
posteriormente esta competencias por el  Acuerdo de Consejo de Gobierno de distribución de 
competencias de 30 de septiembre de 2016 (BOME extraordinario núm. 187, de 30/09/2016) en lo 
referente a la exclusión de lss subvenciones en materia de sanidad y consumo

IX.- A los efectos de unificar la tramitación administrativa, de las distintas Direcciones Generales 
de esa Consejería  por la Sra. Jefa de Sección Presupuestaria y Administrativa, en informe oral de fecha 
20 de enero de 2013, señala como criterio suficiente para la concesión de la presente subvención 
nominativa presupuestaria, la emisión de Informe por parte de la Dirección General que corresponda por 
razón de la materia, sin Informe previo del técnico del servicio responsable. No obstante los técnicos de 
esta Dirección General han realizado seguimiento del programa en el que colige que el programa se ha 
desarrollado conforme a lo previsto en el año 2017.  



X.- En el Plan de Inclusión Social de la Ciudad de Melilla 2013- 2017, aprobado por el Consejo 
de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Melilla el 31 de agosto de 2012, en el que aparece entre las 
acciones que se contemplan en el área de servicios sociales, el garantizar la asistencia integral a las 
personas mayores y a aquellas que se encuentran en situación de dependencia, procurándoles un 
desarrollo normal en su entorno

XI.-  La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, dispone en su artículo 16 
respecto a la formalización y contenidos de los Convenios y contratos con Entidades Colaboradoras, lo 
siguiente:

1.Se formalizará un convenio de colaboración entre el órgano administrativo concedente y la 
entidad colaboradora en el que se regularán las condiciones y obligaciones asumidas por ésta.

2. El convenio de colaboración no podrá tener un plazo de vigencia superior a cuatro años, si 
bien podrá preverse en el mismo su modificación y su prórroga por mutuo acuerdo de las partes antes 
de la finalización de aquél, sin que la duración total de las prórrogas pueda ser superior a la vigencia del 
período inicial y sin que en conjunto la duración total del convenio de colaboración pueda exceder de 
seis años.

No obstante, cuando la subvención tenga por objeto la subsidiación de préstamos, la vigencia 
del convenio podrá prolongarse hasta la total cancelación de los préstamos.

3. El convenio de colaboración deberá contener, como mínimo, los siguientes  extremos:
a) Definición del objeto de la colaboración y de la entidad colaboradora. 
b) Identificación de la normativa reguladora especial de las subvenciones que van a ser 

gestionadas por la entidad colaboradora.
c) Plazo de duración del convenio de colaboración.
d) Medidas de garantía que sea preciso constituir a favor del órgano administrativo concedente, 

medios de constitución y procedimiento de cancelación.
e) Requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la entidad colaboradora en las diferentes fases 

del procedimiento de gestión de las subvenciones.
f) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, determinación del período 

de entrega de los fondos a la entidad colaboradora y de las condiciones de depósito de los fondos 
recibidos hasta su entrega posterior a los beneficiarios. 

g) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, condiciones de entrega a 
los beneficiarios de las subvenciones concedidas por el órgano administrativo concedente.

h) Forma de justificación por parte de los beneficiarios del cumplimiento de las condiciones para 
el otorgamiento de las subvenciones y requisitos para la verificación de la misma.

i) Plazo y forma de la presentación de la justificación de las subvenciones aportada por los 
beneficiarios y, en caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, de acreditación por 
parte de la entidad colaboradora de la entrega de los fondos a los beneficiarios.

j) Determinación de los libros y registros contables específicos que debe llevar la entidad 
colaboradora para facilitar la adecuada justificación de la subvención y la comprobación del 
cumplimiento de las condiciones establecidas.

k) Obligación de reintegro de los fondos en el supuesto de incumplimiento de los requisitos y 
obligaciones establecidas para la concesión de la subvención y, en todo caso, en los supuestos 
regulados en el artículo 37 de esta ley. 

l) Obligación de la entidad colaboradora de someterse a las actuaciones de comprobación y 
control previstas en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15 de esta ley.

m) Compensación económica que en su caso se fije a favor de la entidad colaboradora.
4. Cuando las comunidades autónomas o las corporaciones locales actúen como entidades 

colaboradoras, la Administración General del Estado o los organismos públicos vinculados o 
dependientes de la misma suscribirán con aquéllas los correspondientes convenios en los que se 
determinen los requisitos para la distribución y entrega de los fondos, los criterios de justificación y de 
rendición de cuentas.

De igual forma, y en los mismos términos, se procederá cuando la Administración General del Estado 
o los organismos públicos vinculados o dependientes de la misma actúen como entidades 



colaboradoras respecto de las subvenciones concedidas por las comunidades autónomas o las 
corporaciones locales.

5. En el supuesto de que las entidades colaboradoras sean personas sujetas a derecho privado se 
seleccionarán previamente mediante un procedimiento sometido a los principios de publicidad, 
concurrencia, igualdad y no discriminación y la colaboración se formalizará mediante convenio.

6. Cuando en virud del objeto de la colaboración sea de aplicación plena la Ley 30/2007, de 30 
de octubre, de Contratos del Sector Público la selección de las entidades colaboradoras se realizará 
conforme a los preceptos establecidos en dicha Ley. En este supuesto, el contrato, que incluirá 
necesariamente el contenido mínimo previsto en el apartado 3 ó 4 de este artículo así como el que 
resulte preceptivo de acuerdo con la normativa reguladora de los contratos públicos, deberá hacer 
mención expresa al sometimiento del contratista al resto de las obligaciones impuestas a las entidades 
colaboradoras por esta Ley.

XII.- La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, establece en su artículo 
22.2 a) que  se podrán conceder de forma directa, las previstas nominativamente en los Presupuestos 
Generales del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las entidades Locales, en los términos 
recogidos en los convenios y en la normativa reguladora de estas subvenciones. 

XIII.- La Ley General de Subvenciones, señala en su artículo 28, señala que:1. La resolución de 
concesión y, en  su caso, los convenios a través de los cuales se canalicen estas subvenciones 
establecerán las condiciones y compromisos aplicables de conformidad con lo dispuesto en esta ley. Los 
convenios serán el instrumento habitual para canalizar las subvenciones previstas nominativamente en 
los Presupuestos Generales del Estado, o en los de las corporaciones locales, sin perjuicio de lo que a 
este respecto establezca su normativa reguladora. En idéntico sentido se pronuncia el art. 65. 3 del 
Reglamento 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, que recoge posteriormente en ese apartado que:

La resolución o, en su caso, el convenio deberá incluir los siguientes extremos: 
a) Determinación del objeto de la subvención y de sus beneficiarios, de acuerdo con la 

asignación presupuestaria.
b) Crédito presupuestario al que se imputa el gasto y cuantía de la subvención, individualizada, 

en su caso, para cada beneficiario si fuesen varios.
c) Compatibilidad o incompatibilidad con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para 

la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, 
nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales.

d) Plazos y modos de pago de la subvención, posibilidad de efectuar pagos anticipados y 
abonos a cuenta, así como el régimen de garantías que, en su caso, deberán aportar los beneficiarios.

e) Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario del cumplimiento de la finalidad para la 
que se concedió la subvención y de la aplicación de los fondos percibidos.  

XIV.- El Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, viene a recoger en el artículo 67, aquellas 
subvenciones de concesión directa en que se acrediten razones de interés público, social, económico o 
humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública, debiendo cumplir la 
entidad beneficiaria, igualmente todos los requisitos recogidos en el artículo 22 de este mismo texto 
legal relativos a la acreditación del cumplimiento de las obligaciones tributarias, de seguridad social y 
residencial fiscal, que en este caso se deberán aportar por la Entidad Sociedad Cooperativa Ómnibus 
Automóviles .

XV.- En el plano local la materia se recoge en la Ordenanza de Subvenciones de la Ciudad 
Autónoma de Melilla (BOMe 4.224) de 9 de septiembre de 2005, recoge en su artículo 19, la modalidad 
de concesión directa de la subvenciones, disponiendo en su apartado 1 que, podrán otorgarse las 
previstas nominativamente en el Presupuesto de la Ciudad, en los términos recogidos en los convenios 
y en la normativa reguladora de estas subvenciones.



XVI.- En el plano local, la Ordenanza regula posteriormente en su artículo 20 el procedimiento 
de concesión señalando que en el supuesto de concesiones previstas nominativamente en el artículo 
19.1 de este Reglamento, será necesario la incoación de un expediente que contendrá, al menos, el 
procedimiento consistirá en:

a) La incoación de oficio por el órgano competente.
b) La solicitud debe reunir como mínimo los requisitos establecidos en el artículo 12.1 de este 

Reglamento.
c) Estas subvenciones nominativas tendrán el contenido mínimo previsto en el artículo 16 de la 

Ley General de Subvenciones. 
Estableciendo el art. 16 de la LGS que, el convenio de colaboración que se suscriba entre las 

entidades deberá contener, como mínimo, los siguientes extremos:
a) Definición del objeto de la colaboración y de la entidad colaboradora.
b) Identificación de la normativa reguladora especial de las subvenciones que van a ser 

gestionadas por la entidad colaboradora.
c) Plazo de duración del convenio de colaboración.
d) Medidas de garantía que sea preciso constituir a favor del órgano administrativo concedente, 

medios de constitución y procedimiento de cancelación.
e) Requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la entidad colaboradora en las diferentes fases 

del procedimiento de gestión de las subvenciones.
f) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, determinación del período 

de entrega de los fondos a la entidad colaboradora y de las condiciones de depósito de los fondos 
recibidos hasta su entrega posterior a los beneficiarios.

g) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, condiciones de entrega a 
los beneficiarios de las subvenciones concedidas por el órgano administrativo concedente.

h) Forma de justificación por parte de los beneficiarios del cumplimiento de las condiciones para 
el otorgamiento de las subvenciones y requisitos para la verificación de la misma.

i) Plazo y forma de la presentación de la justificación de las subvenciones aportada por los 
beneficiarios y, en caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, de acreditación por 
parte de la entidad colaboradora de la entrega de los fondos a los beneficiarios.

j) Determinación de los libros y registros contables específicos que debe llevar la entidad 
colaboradora para facilitar la adecuada justificación de la subvención y la comprobación del 
cumplimiento de las condiciones establecidas.

k) Obligación de reintegro de los fondos en el supuesto de incumplimiento de los requisitos y 
obligaciones establecidas para la concesión de la subvención y, en todo caso, en los supuestos 
regulados en el artículo 37 de esta ley.

l) Obligación de la entidad colaboradora de someterse a las actuaciones de comprobación y 
control previstas en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15 de esta ley.

m) Compensación económica que en su caso se fije a favor de la entidad colaboradora.

XVII.- El Reglamento del Gobierno y de la Administración dispone en su artículo 16.8. como 
atribución del Consejo de Gobierno: “Aprobar y autorizar, previo informe jurídico y de la Intervención, los 
Convenios de colaboración con personas físicas o jurídicas sujetas al derecho privado excluidos de la 
legislación de contratos del Sector Público y los Convenios a los que se refiere la Ley General de 
Subvenciones, cuando sean de cuantía igual o superior a 18.000 euros, correspondiendo al Pleno de la 
Asamblea en los mismos supuestos que los previstos en el artículo 44.2 del presente Reglamento para 
los Convenios interadministrativos.

XVIII.-  El Reglamento del Gobierno y de la Administración dispone en su artículo 33.5.k) como 
atribución del Consejero: “Aprobar, autorizar y suscribir, previo informe jurídico y de la Intervención, los 
Convenios de colaboración con personas físicas o jurídicas sujetas al derecho privado excluidos de la 
legislación de contratos del Sector Público y los Convenios a los que se refiere la Ley General de 
Subvenciones, cuando sean de cuantía inferior a 18.000 euros.”



XIX.- El art. 51.3 del Reglamento del Gobierno y de la Administración de la CAM, señala como 
atribución del Secretario Técnico de cada Consejería en materia de asesoramiento legal le corresponde 
a los Secretarios Técnicos: “b) La emisión de informes previos en los Convenios que celebre la Ciudad 
Autónoma de Melilla de las materias que sean competencias de la correspondiente Consejería”

XX.- El Reglamento del Gobierno y de la Administración de la CAM, recoge en su art. 55.2 entre 
las atribuciones de los Directores Generales: “La elaboración de Proyectos de Disposiciones, Acuerdos 
y Convenios respecto de las materias de su ámbito de funciones.

 XXI.- La Entidad beneficiaria ha aportado según consta en el expediente la documentación que 
recoge como necesaria para la percepción de la subvención de acuerdo con lo previsto en el art. 13 de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, LGS y el art. 12 del Reglamento General de Subvenciones de la 
Ciudad Autónoma de Melilla 

XXII.- La subvención objeto del expediente se encuentra contemplada dentro del Plan 
Estratégico General de Subvenciones de la Ciudad Autónoma de Melilla 2017-2019 (BOMe. Extraord. 
núm. 18, de 25 de octubre de 2017) 

XXIII.- En las Bases de Ejecución del Presupuesto de la Ciudad Autónoma de Melilla, señala en 
su Base 32, referente a la Tramitación de aportaciones a Convenios y Subvenciones, lo siguiente:

1. La concesión de cualquier tipo de subvenciones requerirá la formación de un expediente 
tramitado de conformidad con la Ley General de Subvenciones, Reglamento de la Ley General de 
Subvenciones y normativa de desarrollo de la Ciudad, en el que constará como mínimo: 

a) El destino de los fondos.
b) Los requisitos necesarios que se han de cumplir para que pueda procederse al pago.
c) Las causas que motivarían la obligación de reintegrar el importe percibido. 
2. Con carácter previo a la aprobación de los expedientes relativos a las convocatorias de 

subvenciones y las subvenciones tramitadas en régimen de concesión directa se remitirán a la 
Intervención General, para que ésta pueda emitir el informe de fiscalización previa preceptivo.

3. Para que pueda expedirse la orden de pago de la subvención es imprescindible que el órgano 
concedente compruebe la adecuada justificación de la subvención, así como la realización de la 
actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención.

En el caso de subvenciones en las que se proceda al pago anticipado, el centro gestor emitirá 
informe en el mismo sentido una vez justificada la subvención, procediéndose en caso de 
incumplimiento de las obligaciones impuestas al beneficiario a la tramitación del correspondiente 
procedimiento de reintegro.

4. De conformidad con el artículo 172.1 del RD 2568/1986 de 28 de noviembre, Reglamento de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, en los expedientes de 
subvenciones informará el Jefe de la Dependencia a la que corresponda tramitarlos, exponiendo los 
antecedentes y disposiciones legales o reglamentarias en que funde su criterio, salvo que le sea de 
aplicación otra norma específica.

Este informe se redactará en forma de propuesta de resolución.
En las subvenciones previstas nominativamente en los Presupuestos ( art. 22.2 a) de la LGS), 

este Informe vendrá referido al cumplimiento de los requisitos de procedimiento previstos en la 
normativa subvencional, debiendo referirse específicamente a la adecuación del convenio instrumental 
de concesión o resolución de concesión al contenido mínimo indispensable dispuesto en el artículo 65 
apartado 3 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

En el supuesto de concesión directa con carácter excepcional ( art. 22.2 letra c) LGS), el informe 
del órgano gestor vendrá referido al cumplimiento de los requisitos procedimentales y a la justificación 
de la concesión directa o carácter singular de la subvención, así como de las razones que acreditan el 
interés público, social, económico humanitario, u otras que justifican la dificultad de convocatoria pública.



A estos efectos, se entenderá por carácter extraordinario de la subvención aquella que no haya 
sido posible prever con la debida antelación y que por tanto no se haya otorgado de forma periódica y 
continua en ejercicios anteriores.

5. El expediente administrativo de subvenciones que se remita a fiscalización previa incluirá 
preceptivamente informe de legalidad de la Secretaría Técnica de la Consejería, con mención expresa 
de su adecuación al ordenamiento jurídico.

6. La justificación de los gastos sufragados con tales subvenciones deberá ser presentada por el 
beneficiario en los Servicios gestores, comprobando el órgano concedente la adecuada justificación de 
la subvención, así como la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la 
concesión o disfrute de la subvención emitiéndose informe por la Dirección General competente al 
efecto con el visto bueno del Consejero del área, tal y como se ha establecido en el apartado tercero de 
la presente base, no siendo suficiente la mera remisión del expediente a la Intervención.

Posteriormente, la intervención dentro del control financiero y fiscalización plena posterior ejercida 
sobre una muestra representativa de los expedientes de subvenciones, verificará que los expedientes 
se ajustan a las disposiciones aplicables en cada caso y determinar el grado del cumplimiento de la 
legalidad en la gestión de los créditos. El control financiero se adecuará al titulo III de la Ley 38/2003, 
General de Subvenciones en la medida que resulte de aplicació́n.

7. El órgano competente para la aprobación de la justificación de las subvenciones  será 
el que las otorgó, de conformidad con el artículo 32.1 de la LGS, en los términos prescritos en el 
apartado sexto de la presente base.

8. La Intervención General deberá registrar la situación de los fondos pendientes de justificación, 
a fin de efectuar su seguimiento y proponer las medidas procedentes.

9. Con carácter general, para justificar la aplicación de los fondos recibidos, debe tenerse en 
cuenta que :

a) Cuando el destino de la subvención es la realización de obra o instalación, será preciso que 
un técnico de los Servicios de la Ciudad se persone en el lugar y extienda acta del estado en que se 
halla la obra ejecutada.

b) Cuando el destino es la adquisición de material fungible, la prestación de servicios u otro de 
similar naturaleza, se podrá requerir la aportación de documentos originales acreditativos del pago 
realizado.

10.Las entidades beneficiarias, cualquiera que sea su naturaleza jurídica y siempre que deban 
formular cuentas anuales conforme al marco normativo de información financiera que le sea aplicable, 
que durante el ejercicio social inmediato anterior hubiesen recibido subvenciones o ayudas con cargo a 
los presupuestos de las Ciudad Autónoma de Melilla o de sus Organismos Autónomos, Administraciones 
Públicas o a fondos de la Unión Europea, por un importe total acumulado superior a 400.000 euros, 
pondrán a disposición de la Intervención, en su caso, la auditoría de las cuentas anuales 
correspondientes a dicho ejercicio y a los ejercicios en que se realicen las operaciones o ejecuten las 
inversiones correspondientes a las citadas subvenciones o ayudas.

11. Las entidades beneficiarias, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, que a lo largo del 
ejercicio Inmediatamente anterior hayan percibido en concepto de aportaciones y subvenciones una 
cuantía igual o superior a CIENTO VEINTE MIL EUROS (120.000 €), presentarán los estados contables 
aprobados por el órgano competente en su gestión, confeccionados de acuerdo con el Plan General de 
Contabilidad vigente.

12. No podrán concederse subvenciones por importe superior a la cuantía total máxima fijada en 
la convocatoria sin que previamente se realice una nueva convocatoria, salvo en el supuesto previsto en 
el apartado 2o del artículo 58 del RD 887/2006. 

13. Todas las subvenciones y convenios que se otorguen por la Ciudad Autónoma de Melilla, 
sus  Organismos Autónomos y entes dependientes se integrarán en una Base de Datos Única y Pública.

14. En atención al interés social y naturaleza de los colectivos destinatarios de las actuaciones 
que mediante las ayudas económicas familiares, de emergencia social y de suministros mínimos vitales 
y prestaciones de urgencia social se subvencionan por la Ciudad Autónoma de Melilla, estas ayudas 
quedan sometidas a un régimen de concurrencia no competitiva (o subvención por circunstancias 



excepcionales), concediéndose, a solicitud de la persona interesada, en atención a la mera concurrencia 
de una determinada situación en el perceptor, sin que sea necesario establecer la comparación de 
solicitudes ni la prelación entre las mismas, de acuerdo con lo establecido en el art. 22 de LGS, y sujetas 
a valoración y diagnóstico por parte de los Técnicos competentes.

XXIV.-  Con fecha 27 de junio de 2018, se ha emitido informe favorable para la incoación del 
expediente de subvención nominativa a favor de la Asociación Trastornos de Espectro Autista Melilla 
Avanza (en adelante TEAMA) titular del CIF G 52030327, para la realización del Proyecto Servicio de 
Apoyo e Intervención en contextos naturales Melilla (SAICONM), al existir motivos de interés social y 
humanitario y estar recogida dentro del ámbito de actuación del Plan de Acción de la Estrategia 
Española 2012.-2020 y del Plan de Inclusión Social 2013- 2017 de esta Ciudad Autónoma de Melilla. 

XXV.- Con fecha 27 de junio de 2018, se ACUERDA la incoación del expediente de subvención nominativa a favor 
de la Asociación Trastornos de Espectro Autista Melilla Avanza (en adelante TEAMA) titular del CIF G 52030327, 
para la realización del Proyecto Servicio de Apoyo e Intervención en contextos naturales Melilla (SAICONM).

XXVI.- Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídicos del Sector Público, recoge entre los 
arts. 47 a 53, la definición y todos los aspectos a considerar en los convenios que se suscriban las 
Administraciones Públicas, ya con otras entidades del sector público, ya con entidades privadas

XXVII.- Finalmente, por Acuerdo de la Excma. Asamblea de fecha 23 de enero de 2018, relativo 
a aprobación definitiva de los presupuestos generales de la Ciudad Autónoma de Melilla para el ejercicio 
2018 (BOMe. extraord. núm. 1, de 24 de enero de 2018) donde figura nominativamente la subvención a 
la entidad referida por importe de 40.000, 00 €,  RC SUBVENCIONES núm. 12018000008664, de 15 de 
febrero de 2018, en la Aplicación Presupuestaria 05/23140/48900. 

Por todo ello, en virtud de las competencias que me atribuye el artículo 33.5.e) del Reglamento de 
Gobierno y de la Administración de la Ciudad Autónoma de Melilla VENGO A ELEVAR AL CONSEJO 
DE GOBIERNO LA SIGUIENTE PROPUESTA 

Aprobar y autorizar la suscripción del Convenio de Colaboración (en las condiciones y con las 
formalidades establecidas en el Anexo I que se adjunta a la presente propuesta) entre la Consejería de 
Bienestar Social y la Asociación “Trastornos de Espectro Autista Melilla Avanza” (TEAMA), titular del CIF 
G 52030327, para la realización del para la realización del Proyecto Servicio de Apoyo e intervención en 
contextos naturales Melilla (SAICONM) para el ejercicio presupuestario 2018, puede entenderse 
comprendido entre las acciones comprendidas en el área de servicios sociales, el garantizar la 
asistencia integral a las personas mayores y a aquellas que se encuentran en situación de dependencia, 
procurándoles un desarrollo normal en su entorno, dentro del Plan de Inclusión Social  2013- 2017 de 
esta Ciudad Autónoma de Melilla, hasta un importe de 40.000 €. Existiendo RC SUBVENCIONES núm. 
12018000008664, de 15 de febrero de 2018, en la Aplicación Presupuestaria 05/23140/48900”.

PUNTO NOVENO.- CONVENIO CON CLÍNICA EL SERANIL.- ACG520.24.07.2018.- El 
Consejo de Gobierno acuerda aprobar propuesta de la Consejería de Bienestar Social, 
que literalmente dice:

“ANTECEDENTES

I.- La Consejería de Bienestar Social, tiene entre sus competencias en materia de servicios 
sociales el desarrollo de Programas de atención a personas con discapacidad y a la Tercera Edad, de 
Acuerdo del Consejo de Gobierno de fecha 30 de septiembre de 2016 (BOMe. Extraordinario nº 17, de 
30 de septiembre de 2016) distribución de competencias a las Consejerías de la Ciudad de Melilla.



II.- En el marco de la colaboración institucional, esta Consejería ha contribuido con el Servicio 
Público de Salud a la atención del enfermo mental de forma indirecta y a otros colectivos como la 
atención a enfermos en fase terminal mediante la suscripción de convenios de colaboración, de forma 
directa, como medio de mejorar la atención al residente en este municipio.

III.- La atención al paciente con trastorno mental se ha ido canalizando mediante laconcesión de 
ayudas individuales para la acogida residencial en recursos sanitarios especializados del paciente fuera 
del ámbito territorial de Melilla, en atención a la situación  personal y familiar del usuario, que derivados 
desde el Servicio de Psiquiatría del Hospital Comarcal o desde la Unidad de Salud Mental. 

IV.- Dicha atención se desarrolla a través de distintos Centros de Atención Sanitaria Especializada 
sobre todos radicados en la ciudad de Málaga, pero conlleva la necesidad de realizar trámites 
independientes para cada paciente que es ingresado, cuando como en el caso actual, las plazas 
previamente concertadas con el Centro “San Francisco de Asís” de Málaga, se encuentran cubiertas, 
ello puede dar origen a una dilación en el tratamiento sanitarios de los usuarios, con el consiguiente 
perjuicio tanto para el usuario..

V.- La Ley Orgánica 2/1995, de 13 de marzo, de Estatuto de Autonomía de la Ciudad de Melilla, 
dispone en su art. 5.2.a) que:

“Las instituciones de la ciudad de Melilla, dentro del marco de sus competencias, ejercerán sus 
poderes con los siguientes objetivos básicos 

a) La mejora de las condiciones de vida, elevación del nivel cultural y de trabajo de todos los 
melillenses.(...)”

Posteriormente, el referido Estatuto de Autonomía dispone en su art. 21.1. 18 que la ciudad de 
Melilla ejercerá competencias entre otras materias en asistencia social

VI.- Por Acuerdo del Consejo de Gobierno de fecha 30 de septiembre de 2016 (BOMe. 
Extraordinario nº 17, de 30 de septiembre de 2016) distribución de competencias a las Consejerías de la 
Ciudad de Melilla, se atribuye a la Consejería de Bienestar Social, entre otras, la competencia en 
materia de Servicios Sociales “4.- B.-11.-Programas de atención a personas con discapacidad y a la 
Tercera Edad”. 

VII.- Entre los principios para la protección de los enfermos mentales y el mejoramiento de la 
atención de la salud mental Adoptados por la Asamblea General en su resolución 46/119, de 17 de 
diciembre de 1991, se recoge que todas las personas tienen derecho a la mejor atención disponible en 
materia de salud mental, que será parte del sistema de asistencia sanitaria y social. Igualmente, todo 
paciente tendrá derecho a ser tratado en un ambiente lo menos restrictivo posible y a recibir el 
tratamiento menos restrictivo y alterador posible que corresponda a sus necesidades de salud y a la 
necesidad de proteger la seguridad física de terceros. El tratamiento y los cuidados de cada paciente se 
basarán en un plan prescrito individualmente, examinado con el paciente, revisado periódicamente, 
modificado llegado el caso y aplicado por personal profesional calificado. 

VIII.- El Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
dispone en su artículo 10, entre los Derechos a la protección de la salud, que

“1. Las personas con discapacidad tienen derecho a la protección de la salud, incluyendo la 
prevención de la enfermedad y la protección, promoción y recuperación de la salud, sin discriminación 



por motivo o por razón de discapacidad, prestando especial atención a la salud mental y a la salud 
sexual y reproductiva.

2. Las actuaciones de las administraciones públicas y de los sujetos privados prestarán atención 
específica a las necesidades de las personas con discapacidad, conforme a la legislación sanitaria 
general y sectorial vigente.

3. Las administraciones públicas desarrollarán las actuaciones necesarias para la coordinación de 
la atención de carácter social y de carácter sanitario, de forma efectiva y eficiente, dirigida a las 
personas que por problemas de salud asociados a su discapacidad tienen necesidad simultánea o 
sucesiva de ambos sistemas de atención, y promoverán las medidas necesarias para favorecer el 
acceso de las personas con discapacidad a los servicios y prestaciones relacionadas con su salud en 
condiciones de igualdad con el resto de ciudadanos.”

IX.- El Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
dispone en su artículo 58, relativa a la financiación de las ayudase, servicios dirigidas a las personas con 
discapacidad que:

“La financiación de las distintas prestaciones, subsidios, atenciones y servicios contenidos en 
esta ley se efectuará con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, y a los de las comunidades 
autónomas y entidades locales, de acuerdo con las competencias que les correspondan 
respectivamente. En dichos presupuestos deberán consignarse las dotaciones correspondientes 
conforme a la legislación vigente”

X.- El Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
dispone en su artículo 72, relativa a la iniciativa privada en este campo que: “1. La administración del 
Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales ampararán la iniciativa privada sin ánimo de 
lucro, colaborando en el desarrollo de estas actividades mediante asesoramiento técnico, coordinación, 
planificación y apoyo económico. Especial atención recibirán las entidades sin ánimo de lucro, 
promovidas por las propias personas con discapacidad, sus familiares o sus representantes legales.

2. Será requisito indispensable para percibir dicha colaboración y ayuda que las actuaciones 
privadas se adecuen a las líneas y exigencias de la planificación sectorial que se establezca por parte 
de las administraciones públicas.

3. En los centros financiados, en todo o en parte, con cargo a fondos públicos, se llevará a cabo 
el control del origen y aplicación de los recursos financieros, con la participación de los interesados o 
subsidiariamente sus representantes legales, de la dirección y del personal al servicio de los centros sin 
perjuicio de las facultades que correspondan a los poderes públicos”.

XI.- El Plan de Acción de la Estrategia Española sobre Discapacidad 2014-2020, aprobado por 
Acuerdo del Consejo de Ministros el día 12 de septiembre de 2014, establece dentro del objetivo 
operativo 4, el Garantizar la consideración específica las necesidades de las personas con discapacidad 
en el ejercicio de su derecho a la protección de la salud para ofrecerles una atención de la máxima 
calidad en igualdad de condiciones respecto al resto de los ciudadanos

XII.- La ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, establece en su artículo 
22.2 que se podrán conceder subvenciones, previstas nominativamente en los Presupuestos Generales 
del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades Locales, en los términos recogidos en 
los convenios y en la normativa reguladora de estas subvenciones.



XIII.- El Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, viene a recoger en el artículo 65 que recoge el 
Procedimiento de concesión de las subvenciones previstas nominativamente en los presupuestos, 
señalando en su apartado 3 que el procedimiento para la concesión de estas subvenciones se iniciará 
de oficio por el centro gestor del crédito presupuestario al que se imputa la subvención, o a instancia del 
interesado, y terminará con la resolución de concesión o el convenio.

En cualquiera de los supuestos previstos en este apartado, el acto de concesión o el convenio tendrá 
el carácter de bases reguladoras de la concesión a los efectos de lo dispuesto en la Ley General de 
Subvenciones.

La resolución o, en su caso, el convenio deberá incluir los siguientes extremos: 
a) Determinación del objeto de la subvención y de sus beneficiarios, de acuerdo con la 

asignación presupuestaria.
b) Crédito presupuestario al que se imputa el gasto y cuantía de la subvención,  individualizada, 

en su caso, para cada beneficiario si fuesen varios.
c) Compatibilidad o incompatibilidad con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para 

la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes  públicos o privados, 
nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales. 

d) Plazos y modos de pago de la subvención, posibilidad de efectuar pagos anticipados y 
abonos a cuenta, así como el régimen de garantías que, en su caso, deberán aportar los beneficiarios.

e) Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario del cumplimiento de la finalidad para la que 
se concedió la subvención y de la aplicación de los fondos percibidos.

debiendo cumplir la entidad beneficiaria, igualmente todos los requisitos recogidos en el artículo 22 de 
este mismo texto legal relativos a la acreditación del cumplimiento de las obligaciones tributarias, de 
seguridad social y residencial fiscal, que en este caso se deberán aportar por la Entidad Congregación 
de Hermanas Hospitalarias del Sagrado Corazón de Jesús

XIV.- En el plano local la materia se recoge en la Ordenanza de Subvenciones de la Ciudad 
Autónoma de Melilla (BOMe nº 4224) de 9 de septiembre de 2005, recoge en su artículo 19, la 
modalidad de concesión directa de la subvenciones, que podrán concederse de forma directa y sin 
necesidad de convocatoria pública, las previstas nominativamente en el Presupuesto de la Ciudad, en 
los términos recogidos en los convenios y en la normativa reguladora de estas subvenciones.

XV.- La referida Ordenanza regula posteriormente en su artículo 20 el procedimiento de 
concesión señalando que en el supuesto de subvenciones previstas nominativamente en el presupuesto 
de la Ciudad Autónoma de Mellilla, el procedimiento consistirá en: 

a) La incoación de oficio por el órgano competente.
b) La solicitud debe reunir como mínimo los requisitos establecidos en el artículo 12.1 de este 

Reglamento.
c) Estas subvenciones nominativas tendrán el contenido mínimo previsto en el artículo 16 de la 

Ley General de Subvenciones.
El referido artículo 16 de la LGS, dispone que
1. Se formalizará un convenio de colaboración entre el órgano administrativo concedente y la 

entidad colaboradora en el que se regularán las condiciones y obligaciones asumidas por ésta.
2. El convenio de colaboración no podrá tener un plazo de vigencia superior a cuatro años, si 

bien podrá preverse en el mismo su modificación y su prórroga por mutuo acuerdo
de las partes antes de la finalización de aquél, sin que la duración total de las prórrogas pueda ser 
superior a la vigencia del período inicial y sin que en conjunto la duración total del



convenio de colaboración pueda exceder de seis años.
No obstante, cuando la subvención tenga por objeto la subsidiación de préstamos, la vigencia 

del convenio podrá prolongarse hasta la total cancelación de los préstamos.
3. El convenio de colaboración deberá contener, como mínimo, los siguientes extremos:
a) Definición del objeto de la colaboración y de la entidad colaboradora.
b) Identificación de la normativa reguladora especial de las subvenciones que van a ser 

gestionadas por la entidad colaboradora.
c) Plazo de duración del convenio de colaboración.
d) Medidas de garantía que sea preciso constituir a favor del órgano administrativo concedente, 

medios de constitución y procedimiento de cancelación.
e) Requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la entidad colaboradora en las diferentes fases 

del procedimiento de gestión de las subvenciones.
f) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, determinación del período 

de entrega de los fondos a la entidad colaboradora y de las condiciones de depósito de los fondos 
recibidos hasta su entrega posterior a los beneficiarios.

g) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, condiciones de entrega a 
los beneficiarios de las subvenciones concedidas por el órgano administrativo concedente.

h) Forma de justificación por parte de los beneficiarios del cumplimiento de las condiciones para 
el otorgamiento de las subvenciones y requisitos para la verificación de la misma.

i) Plazo y forma de la presentación de la justificación de las subvenciones aportada por los 
beneficiarios y, en caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, de acreditación por 
parte de la entidad colaboradora de la entrega de los fondos a los beneficiarios.

j) Determinación de los libros y registros contables específicos que debe llevar la entidad 
colaboradora para facilitar la adecuada justificación de la subvención y la comprobación del 
cumplimiento de las condiciones establecidas.

k) Obligación de reintegro de los fondos en el supuesto de incumplimiento de los requisitos y 
obligaciones establecidas para la concesión de la subvención y, en todo caso, en los supuestos 
regulados en el artículo 37 de esta ley. 

l) Obligación de la entidad colaboradora de someterse a las actuaciones de comprobación y 
control previstas en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15 de esta ley. 

m) Compensación económica que en su caso se fije a favor de la entidad colaboradora.

XVI.- En las Bases de Ejecución del Presupuesto de la Ciudad Autónoma de Melilla, señala en 
su Base 32, referente a la Tramitación de aportaciones a Convenios y Subvenciones, lo siguiente:

1. La concesión de cualquier tipo de subvenciones requerirá la formación de un expediente 
tramitado de conformidad con la Ley General de Subvenciones, Reglamento de la Ley General de 
Subvenciones y normativa de desarrollo de la Ciudad, en el que constará como mínimo: 

a) El destino de los fondos. 
b) Los requisitos necesarios que se han de cumplir para que pueda procederse al pago.
c) Las causas que motivarían la obligación de reintegrar el importe percibido. 
2. Con carácter previo a la aprobación de los expedientes relativos a las convocatorias de 

subvenciones y las subvenciones tramitadas en régimen de concesión directa se remitirán a la 
Intervención General, para que ésta pueda emitir el informe de fiscalización previa preceptivo.

3. Para que pueda expedirse la orden de pago de la subvención es imprescindible que el órgano 
concedente compruebe la adecuada justificación de la subvención, así como la realización de la 
actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención.



En el caso de subvenciones en las que se proceda al pago anticipado, el centro gestor emitirá 
informe en el mismo sentido una vez justificada la subvención, procediéndose en caso de 
incumplimiento de las obligaciones impuestas al beneficiario a la tramitación del correspondiente 
procedimiento de reintegro.

4. De conformidad con el artículo 172.1 del RD 2568/1986 de 28 de noviembre, Reglamento de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, en los expedientes de 
subvenciones informará el Jefe de la Dependencia a la que corresponda tramitarlos, exponiendo los 
antecedentes y disposiciones legales o reglamentarias en que funde su criterio, salvo que le sea de 
aplicación otra norma específica.

Este informe se redactará en forma de propuesta de resolución.
En las subvenciones previstas nominativamente en los Presupuestos ( art. 22.2 a) de

la LGS), este Informe vendrá referido al cumplimiento de los requisitos de procedimiento previstos en la 
normativa subvencional, debiendo referirse específicamente a la adecuación del convenio instrumental 
de concesión o resolución de concesión al contenido mínimo indispensable dispuesto en el artículo 65 
apartado 3 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

En el supuesto de concesión directa con carácter excepcional ( art. 22.2 letra c) LGS), el informe 
del órgano gestor vendrá referido al cumplimiento de los requisitos procedimentales y a la justificación 
de la concesión directa o carácter singular de la subvención, así como de las razones que acreditan el 
interés público, social, económico humanitario, u otras que justifican la dificultad de convocatoria pública. 

A estos efectos, se entenderá por carácter extraordinario de la subvención aquella que no haya 
sido posible prever con la debida antelación y que por tanto no se haya otorgado de forma periódica y 
continua en ejercicios anteriores.

5. El expediente administrativo de subvenciones que se remita a fiscalización previa
Incluirá preceptivamente informe de legalidad de la Secretaría Técnica de la Consejería, con
mención expresa de su adecuación al ordenamiento jurídico.

6. La justificación de los gastos sufragados con tales subvenciones deberá ser presentada por el 
beneficiario en los Servicios gestores, comprobando el órgano concedente la adecuada justificación de 
la subvención, así como la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la 
concesión o disfrute de la subvención emitiéndose informe por la Dirección General competente al 
efecto con el visto bueno del Consejero del área, tal y como se ha establecido en el apartado tercero de 
la presente base, no siendo suficiente la mera remisión del expediente a la Intervención.

Posteriormente, la intervención dentro del control financiero y fiscalización plena posterior 
ejercida sobre una muestra representativa de los expedientes de subvenciones, verificará que los 
expedientes se ajustan a las disposiciones aplicables en cada caso determinar el grado del 
cumplimiento de la legalidad en la gestión de los créditos. El control financiero se adecuará al titulo III de 
la Ley 38/2003, General de Subvenciones en la medida que resulte de aplicación

7. El órgano competente para la aprobación de la justificación de las subvenciones será el que 
las otorgó, de conformidad con el artículo 32.1 de la LGS, en los términos prescritos en el apartado 
sexto de la presente base.

8. La Intervención General deberá registrar la situación de los fondos pendientes de justificación, 
a fin de efectuar su seguimiento y proponer las medidas procedentes.

9. Con carácter general, para justificar la aplicación de los fondos recibidos, debe tenerse en 
cuenta que :



a) Cuando el destino de la subvención es la realización de obra o instalación, será preciso que 
un técnico de los Servicios de la Ciudad se persone en el lugar y extienda acta del estado en que se 
halla la obra ejecutada.

b) Cuando el destino es la adquisición de material fungible, la prestación de servicios
u otro de similar naturaleza, se podrá requerir la aportación de documentos originales
acreditativos del pago realizado.

10. Las entidades beneficiarias, cualquiera que sea su naturaleza jurídica y siempre que deban 
formular cuentas anuales conforme al marco normativo de información financiera que le sea aplicable, 
que durante el ejercicio social inmediato anterior hubiesen recibido subvenciones o ayudas con cargo a 
los presupuestos de las Ciudad Autónoma de Melilla o de sus Organismos Autónomos, Administraciones 
Públicas o a fondos de la Unión Europea, por un importe total acumulado superior a 400.000 euros, 
pondrán a disposición de la Intervención, en su caso, la auditoría de las cuentas anuales 
correspondientes a dicho ejercicio y a los ejercicios en que se realicen las operaciones o ejecuten las 
inversiones correspondientes a las citadas subvenciones o ayudas.

11. Las entidades beneficiarias, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, que a lo largo del 
ejercicio Inmediatamente anterior hayan percibido en concepto de aportaciones y subvenciones una 
cuantía igual o superior a CIENTO VEINTE MIL EUROS (120.000 €), presentarán los estados contables 
aprobados por el órgano competente en su gestión, confeccionados de acuerdo con el Plan General de 
Contabilidad vigente.

12. No podrán concederse subvenciones por importe superior a la cuantía total máxima fijada en 
la convocatoria sin que previamente se realice una nueva convocatoria, salvo en el supuesto previsto en 
el apartado 2o del artículo 58 del RD 887/2006. 

13. Todas las subvenciones y convenios que se otorguen por la Ciudad Autónoma de Melilla, sus 
Organismos Autónomos y entes dependientes se integrarán en una Base de Datos Única y pú́blica.

El Consejero de Hacienda o persona en quien delegue queda facultado para dictar las oportunas 
instrucciones respecto a los procedimientos a seguir para la inclusión de datos en la referida Base.

14. En atención al interés social y naturaleza de los colectivos destinatarios de las actuaciones 
que mediante las ayudas económicas familiares, de emergencia social y de suministros mínimos vitales 
y prestaciones de urgencia social se subvencionan por la Ciudad Autónoma de Melilla, estas ayudas 
quedan sometidas a un régimen de concurrencia no competitiva (o subvención por circunstancias 
excepcionales), concediéndose, a solicitud de la persona interesada, en atención a la mera concurrencia 
de una determinada situación en el perceptor, sin que sea necesario establecer la comparación de 
solicitudes ni la prelación entre las mismas, de acuerdo con lo establecido en el art. 22 de LGS, y sujetas 
a valoración y diagnóstico por parte de los Técnicos competentes.

XVII.- La Clínica El Seranil S.L es una sociedad privada limitada, con CIF nº B92037175 y 
domicilio social en Benajarafe, Málaga, Ctra de Almería, CN 340, km 261, es un centro hospitalario de 
salud mental que tiene experiencia contrastada en la atención a pacientes con enfermedad mental, 
disponiendo de las instalaciones suficientes y acordes con la atención a los mismos en la ciudad de 
Málaga, por lo que tiene capacidad suficiente para la atención a estos pacientes, circunstancia que viene 
conformada por los distintos convenios que la Entidad mantiene con otras instituciones públicas como la 
Comunitat Valenciana, el Gobierno de Canarias o la Comunidad de Madrid

XVIII.- El precio ofertado por la Entidad privada para el concierto varía en función del periodo de 
estancia del usuario por ocupación de plaza asistencial y de los servicios que requieran durante su 
acogida residencial, moviéndose entre los siguientes importes 1262 € a 1.680 € mensuales por paciente 
residencial atendido y se encuentra dentro de los parámetros aceptables para este tipo de paciente.



XIX.- Se opta por la suscripción del Convenio a la vista de la complejidad y especificidad de las 
actuaciones a desarrollar por parte de la Entidad convenida, en la atención sanitaria mental que se 
pretende atender (Depresión, Ansiedad, Adicciones, Trastorno de Personalidad, Trastorno Psicótico, 
Trastorno Bipolar, Esquizofrenia, Patología Dual, Trastorno de Conducta), que se desarrolla en el mismo 
complejo asistencial y que a la vista de la presión asistencial que se remite desde los servicios 
psiquiatricos y la necesidad de dar una respuesta urgente y específica a los casos que se plantean, 
hacen que se une el interés social por cuanto se persigue la recuperación de aquellos enfermos 
mentales y su atención en recursos sanitarios específicos, con el interés público de velar por la 
seguridad de la población y la dificultad de la convocatoria a la vista de la variedad de servicios 
asistenciales que se pretende convenir.

XX.- La subvención objeto del expediente se encuentra contemplada dentro del Plan Estratégico 
General de Subvenciones de la Ciudad Autónoma de Melilla 2017-2019 (BOMe. Extraord. núm. 18, de 
25 de octubre de 2017).

XXI.- Con fecha 14 de febrero de 2018, se emite informe de la Intervención General de la 
Ciudad de Melilla en el que se recoge la existencia de un compromiso de gasto de gasto en la Aplicación 
Presupuestaria 05 23131 48900 en concepto de Convenio Hospital Psiquiátrico San Francisco, por un 
importe de TREINTA Y CUATRO MIL OCHOCIENTOS EUROS CON CERO CÉNTIMOS (34.800, 00 €), 
RC SUBVENCIONES nº 12018000007444, de 12 de febrero de 2018.

XXII.-  Con fecha 11 de junio de 2018, se emite Informe por el Director General de Servicios 
Sociales de incoación del expediente de subvención nominativa favorable a la misma al carecer la 
Ciudad de Melilla de esta tipología de Centros y concurrir otras circunstancias de índole social y 
humanitaria.

XXIII.- Con fecha 25 de junio de 2018, se acuerda por el Sr. Consejero de Bienestar Social la 
incoación del expediente de subvención nominativa  en la Aplicación Presupuestaria  Aplicación 
Presupuestaria 05 23131 48900 por un importe de TREINTA Y CUATRO MIL OCHOCIENTOS EUROS 
CON CERO CÉNTIMOS (34.800, 00 €), RC SUBVENCIONES nº 12018000007444, de 12 de febrero de 
2018, al carecer la Ciudad de Melilla de esta tipología de Centros y concurrir otras circunstancias de 
índole social y humanitaria. 

XIV.- La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídicos del Sector Público, recoge en su 
artículo 47.1, dispone que: Son convenios los acuerdos con efectos jurídicos adoptados por las 
Administraciones Públicas, los organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o 
dependientes o las Universidades públicas entre sí o con sujetos de derecho privado para un fin común.

XXV.-  Por Acuerdo de la Excma. Asamblea de fecha 23 de enero de 2018, relativo a aprobación 
definitiva de los presupuestos generales de la Ciudad Autónoma de Melilla para el ejercicio 2018 
(BOMe. extraord. núm. 1, de 24 de enero de 2017) donde figura nominativamente la subvención a la 
entidad referida por importe de TREINTA Y CUATRO MIL OCHOCIENTOS EUROS CON CERO 
CÉNTIMOS (34.800, 00 €).   

Por todo ello, en virtud de las competencias que me atribuye el artículo 33.5.e) del Reglamento 
de Gobierno y de la Administración de la Ciudad Autónoma de Melilla VENGO A ELEVAR AL 
CONSEJO DE GOBIERNO LA SIGUIENTE PROPUESTA:  



La autorización y suscripción del Convenio de Colaboración que se adjunta como documento a la 
presente propuesta entre la Consejería de Bienestar Social y la Clínica El Seranil SL, con CIF nº 
B92037175, y domicilio social en Ctra de Almería, CN 340, km 261, Benajarafe, Málaga, C. P. 29790, 
por las dos plazas que se ocupen de forma efectiva hasta el importe máximo TREINTA Y CUATRO MIL 
OCHOCIENTOS EUROS CON CERO CÉNTIMOS (34.800, 00 €), que se articulará mediante el 
oportuno convenio, existiendo Informe de la Sra. Interventora General de la Ciudad de Melilla en el que 
se recoge la existencia de crédito, para hacer frente a la presente actuación, en la Aplicación 
Presupuestaria 05 23131 48900 en concepto de Convenio Clínica El Seranil, en el Presupuesto anual de 
gastos para el año 2018, SUBVENCIONES nº 12018000007444, de 12 de febrero de 2018., siempre y 
cuando se cumplan los requisitos previsto en la normativa de aplicación arriba referenciada”.

PUNTO DÉCIMO.- CONVENIO CON LA CONGREGACIÓN DE RELIGIOSAS Mª. 
INMACULADA.- ACG521.24.07.2018.- El Consejo de Gobierno acuerda aprobar Propuesta de 
la Consejería de Bienestar Social, que literalmente dice:

“Asunto: Subvención Nominativa a la Congregación Religiosa “María Inmaculada”, para 
la realización de actuaciones en materia de acción social para el Ejercicio  Presupuestario 2018.-

ANTECEDENTES

I.- Con fecha 29 de diciembre de 2017, se presenta por la Congregación Religiosa “María 
Inmaculada”, a través de la Directora del Centro Socio- Cultural María Inmaculada, titular del CIF 
R- 2900144- C, escrito con entrada en el Registro General registrado al nº 67351, en los que 
solicita subvención económica para la realización acciones sociales, desglosados en: 
Formación integral de Mujeres prioritariamente inmigrantes por importe de 38.  500,  00  €;  
Campo  de  Trabajo por importe de 13.000 €, Programa de Mujeres Desempleadas de Larga 
Duración 29.000€, Programa de Ayudas Sociales, por importe de30.000 € y para la 
contratación de una Trabajadora Social por importe de 22.000€, lo que supone un importe total 
de 132.500 €.

II.- En la Constitución de la referida Congregación Religiosa, se recoge entre sus fines el 
dar respuestas a las urgentes necesidades de las jóvenes que de los pueblos llegaban a las 
grandes ciudades a servir, circunstancia que en la Ciudad de Melilla es todavía más adecuado 
toda vez que la inmensa mayoría de las empeladas domésticas dadas de alta en la Seguridad 
Social en la categoría de empleadas de hogar, son personas extranjeras transfronterizas. 
Igualmente, la referida Asociación a través del Campo de Trabajo anual en periodo estival, 
realiza Talleres de ocio y tempo libre que desarrolla actividades lúdico- educativas dirigida a 
menores provenientes de familia en riesgo de exclusión, facilitando un espacio de convivencia, 
fomentando valores de respeto, solidaridad y actitudes prosociales y el desarrollo de 
actividades de ocio y tiempo libre

III.- Los Programas que de forma más extensa se recogen en el expediente electrónico, 
consisten someramente en la realización de realización de actividades de formación 
instrumental básica para procurar la inserción socio- laboral en la ciudad de Melilla, para 
facilitar su salida laboral como empleadas del servicio doméstico y un Campo de Trabajo para 
menores provenientes de familias en riesgo de exclusión social

En particular entre las actividades a subvencionar se proponen los siguientes 
Actividades:

 Talleres de Alfabetización (para mujeres inmigrantes).
 Talleres de corte y confección.
 Talleres de Educación Social.



 Talleres de informática
 Otras actividades lúdicas (visitas, charlas ...)
 Actividades lúdico-educativas dirigidos a menores

El Programa de Ayudas Sociales consiste en el apoyo económico a familias desfavorecidas 
consiste en pequeñas ayudas a familias que presentan déficit económicos para cubrir 
necesidades básicas (alimentos, productos de higiene, medicinas, ropa de niños, equipamientos 
deportivos para menores ect...).

En cuanto a la contratación de la Trabajadora Social, la misma deberá desarrollar las 
funciones propias de su categoría profesional que no es otra que la valoración e 
implementación de estos programas sociales, profesionalizando la actuación que se realizar por 
esa congregación Religiosa.

Particularmente, destaca la actuación encaminada a la formación de mujeres inmigrantes 
al objeto de incorporarla al mercado de trabajo, procurando la integración social de este 
colectivo especialmente vulnerable toda vez que en su inmensa mayoría son procedentes de 
países con escasa cultura de respeto hacia los derechos de las mujeres, procurando el 
empoderamiento de este colectivo.

IV.- Con fecha 5 de febrero de 2018, se emite informe de la Sra. Interventora General de 
la Ciudad de Melilla en el que se recoge la existencia de un compromiso de gasto en la 
Aplicación Presupuestaria nº 05 23108 48900, RC SUBVENCIONES núm. 12018000006088 de 02 
de febrero de 2018, denominado Convenio Religiosas de María Inmaculada, por un importe de 
140.900,00 € .

V.- El Reglamento Orgánico de la Consejería de Bienestar Social y Sanidad en su artículo 
2.2. f) A. 2 (BOMe nº 5026, de 17/05/2013), recoge entre las funciones el desarrollo de programas y 
la concesión y gestión de subvenciones en materia de asistencia social, sanidad y consumo. 
Modificado posteriormente esta competencias por el Acuerdo  de Consejo de Gobierno de 
distribución de competencias de 30 de septiembre de 2016 (BOME extraordinario núm. 187, de 
30/09/2016) en lo referente a las subvenciones en materia de sanidad y consumo, que son 
asumidas por la Consejería de Presidencia y Salud Pública.

VI.- A los efectos de unificar la tramitación administrativa, de las distintas Direcciones 
Generales de esa Consejería por la Sra. Jefa de Sección Presupuestaria y Administrativa, en 
informe oral de fecha 20 de enero de 2013, señala como criterio suficiente para la concesión de 
la presente subvención nominativa presupuestaria, la emisión de Informe por parte de la 
Dirección General que corresponda por razón de la materia, sin Informe previo del técnico del 
servicio responsable. No obstante técnicos de esta Dirección General de Servicios Sociales se 
ha realizado un seguimiento pormenorizado de las actuaciones realizadas durante el año 2016, 
habiendo resultados las mismas satisfactorias

VII.- La Entidad beneficiaria ha aportado según consta en el expediente la 
documentación que recoge como necesaria para la percepción de la subvención de acuerdo 
con lo previsto en el art. 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, LGS y el art.12 del 
Reglamento General de Subvenciones de la Ciudad Autónoma de Melilla

VIII.- El Plan Nacional de Acción para la Inclusión Social 2013-2016 del Reino de España, 
aprobado por Acuerdo de Consejo de Ministros el 13 de diciembre de 2013, establece dentro del 
Objetivo operativo. 1, referente a la necesidad de adaptar las políticas activas de empleo a las 
necesidades específicas de las personas en situación de vulnerabilidad social, intensificando la 
acción en función de su nivel de empleabilidad, fomentando la adquisición de competencias 
básicas de empleabilidad, mediante itinerarios de empleo y apoyo personalizado, la Actuación 
18, consistente en llevar a cabo, contando con el apoyo del Tercer Sector de Acción Social, 
programas destinados a incrementar la empleabilidad y la integración laboral de las personas 
inmigrantes, solicitantes de asilo, refu- giados y beneficiarios de protección internacional. Así 



mismo, la actuación nº 81, impulsar, en colaboración con las entidades del Tercer Sector de 
Acción Social, programas de urgencia social destinados a cubrir necesidades básicas de las 
personas en situación de pobreza y vulnerabilidad social.

IX.- En el Plan de Inclusión Social de la Ciudad de Melilla 2013- 2017, aprobado por el 
Consejo de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Melilla el 31 de agosto de 2012, en el que 
aparece entre los objetivos a desarrollar el apoyo a la integración social de inmigrantes, 
recogiéndose como actividad en el área de servicios sociales la mejora de la línea de ayudas, 
convenios y subvenciones destinadas a las entidades que realizan atención humanitaria a 
personas inmigrantes y la mejora de las condiciones de vida de la población en riesgo de 
exclusión social, más aún como en el presente caso las actividades van dirigidas a menores 
provenientes en familias en riesgo de exclusión social o bajo el umbral de pobreza.

X.- La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, establece en su 
artículo 22.2 a) que se podrán conceder de forma directa, las previstas nominativamente en los 
Presupuestos Generales del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades Locales, 
en los términos recogidos en los convenios y en la normativa reguladora de estas subvenciones.

XI.- El Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, viene a recoger en el artículo 67, 
aquellas subvenciones de concesión directa en que se acrediten razones de interés público, 
social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria 
pública, debiendo cumplir la entidad beneficiaria, igualmente todos los requisitos recogidos en el 
artículo 22 de este mismo texto legal relativos a la acreditación del cumplimiento de las 
obligaciones tributarias, de seguridad social y residencial fiscal, que en este caso se deberán 
aportar por la Entidad Sociedad Cooperativa Ómnibus Automóviles .

XII.- En el plano local la materia se recoge en la Ordenanza de Subvenciones de la Ciudad 
Autónoma de Melilla (BOMe 4.224) de 9 de septiembre de 2005, recoge en su artículo 19, la 
modalidad de concesión directa de la subvenciones, disponiendo en su apartado 1 que, podrán 
otorgarse las previstas nominativamente en el Presupuesto de la Ciudad, en los términos 
recogidos en los convenios y en la normativa reguladora de estas subvenciones.

XIII.- La referida Ordenanza regula posteriormente en su artículo 20 el procedimiento de 
concesión señalando que en el supuesto de concesiones previstas nominativamente en el 
artículo 19.1 de este Reglamento, será necesario la incoación de un expediente que contendrá, 
al menos, el procedimiento consistirá en:

a) La incoación de oficio por el órgano competente.
b) La solicitud debe reunir como mínimo los requisitos establecidos en el artículo 

12.1 de este Reglamento.
c) Estas subvenciones nominativas tendrán el contenido mínimo previsto en el 

artículo 16 de la Ley General de Subvenciones.
Estableciendo el art. 16 de la LGS que, el convenio de colaboración que se suscriba entre 

las entidades deberá contener, como mínimo, los siguientes extremos:
a) Definición del objeto de la colaboración y de la entidad colaboradora.
b) Identificación de la normativa reguladora especial de las subvenciones que van a ser 

gestionadas por la entidad colaboradora.
c) Plazo de duración del convenio de colaboración.
d) Medidas de garantía que sea preciso constituir a favor del órgano administrativo 

concedente, medios de constitución y procedimiento de cancelación.
e) Requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la entidad colaboradora en las diferentes 

fases del procedimiento de gestión de las subvenciones.
f) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, determinación del 



período de entrega de los fondos a la entidad colaboradora y de las condiciones de depósito de los 
fondos recibidos hasta su entrega posterior a los beneficiarios.

g) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, condiciones de entrega 
a los beneficiarios de las subvenciones concedidas por el órgano administrativo concedente.

h) Forma de justificación por parte de los beneficiarios del cumplimiento de las condiciones 
para el otorgamiento de las subvenciones y requisitos para la verificación de la misma.

i) Plazo y forma de la presentación de la justificación de las subvenciones aportada por los 
beneficiarios y, en caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, de acreditación por 
parte de la entidad colaboradora de la entrega de los fondos a los beneficiarios.

j) Determinación de los libros y registros contables específicos que debe llevar la entidad 
colaboradora para facilitar la adecuada justificación de la subvención y la comprobación del 
cumplimiento de las condiciones establecidas.

k) Obligación de reintegro de los fondos en el supuesto de incumplimiento de los requisitos y 
obligaciones establecidas para la concesión de la subvención y, en todo caso, en los supuestos 
regulados en el artículo 37 de esta ley.

l) Obligación de la entidad colaboradora de someterse a las actuaciones de comprobación y 
control previstas en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15 de esta ley.

m) Compensación económica que en su caso se fije a favor de la entidad 
colaboradora.

XIV.- El Reglamento del Gobierno y de la Administración de la Ciudad Autónoma de 
Melilla, dispone en su artículo 33.5.k) como atribución del Consejero: “Aprobar, autorizar y 
suscribir, previo informe jurídico y de la Intervención, los Convenios de colaboración con 
personas físicas o jurídicas sujetas al derecho privado excluidos de la legislación de contratos 
del Sector Público y los Convenios a los que se refiere la Ley General de Subvenciones, cuando 
sean de cuantía inferior a 18.000 euros.”

XV.- El art. 51.3 del Reglamento del Gobierno y de la Administración de la CAM, señala 
como atribución del Secretario Técnico de cada Consejería en materia de asesoramiento legal le 
corresponde a los Secretarios Técnicos: “b) La emisión de informes previos en los Convenios 
que celebre la Ciudad Autónoma de Melilla de las materias que sean competencias de la 
correspondiente Consejería”

XVI.- El Reglamento del Gobierno y de la Administración de la CAM, recoge en su art. 
55.2 entre las atribuciones de los Directores Generales: “La elaboración de Proyectos de 
Disposiciones, Acuerdos y Convenios respecto de las materias de su ámbito de funciones.

XVII.- La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, dispone en su 
artículo 16 respecto a la formalización y contenidos de los Convenios y contratos con Entidades 
Colaboradoras, lo siguiente:

1. Se formalizará un convenio de colaboración entre el órgano administrativo concedente y la 
entidad colaboradora en el que se regularán las condiciones y obligaciones asumidas por ésta.

2. El convenio de colaboración no podrá tener un plazo de vigencia superior a cuatro años, si 
bien podrá preverse en el mismo su modificación y su prórroga por mutuo acuerdo de las partes antes 
de la finalización de aquél, sin que la duración total de las prórrogas pueda ser superior a la vigencia 
del período inicial y sin que en conjunto la duración total del convenio de colaboración pueda exceder 
de seis años.

No obstante, cuando la subvención tenga por objeto la subsidiación de préstamos, la 
vigencia del convenio podrá prolongarse hasta la total cancelación de los préstamos.

3. El convenio de colaboración deberá contener, como mínimo, los siguientes extremos:



a) Definición del objeto de la colaboración y de la entidad colaboradora.
b) Identificación de la normativa reguladora especial de las subvenciones que van 

a ser gestionadas por la entidad colaboradora.
c) Plazo de duración del convenio de colaboración.

d) Medidas de garantía que sea preciso constituir a favor del órgano 
administrativo concedente, medios de constitución y procedimiento de cancelación.

e) Requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la entidad colaboradora en las 
diferentes fases del procedimiento de gestión de las subvenciones.

f) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, 
determinación del período de entrega de los fondos a la entidad colaboradora y de las 
condiciones de depósito de los fondos recibidos hasta su entrega posterior a los 
beneficiarios.

g) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, condiciones 
de entrega a los beneficiarios de las subvenciones concedidas por el órgano administrativo 
concedente.

h) Forma de justificación por parte de los beneficiarios del cumplimiento de las 
condiciones para el otorgamiento de las subvenciones y requisitos para la verificación de la 
misma.

i) Plazo y forma de la presentación de la justificación de las subvenciones 
aportada por los beneficiarios y, en caso de colaboración en la distribución de los fondos 
públicos, de acreditación por parte de la entidad colaboradora de la entrega de los fondos 
a los beneficiarios.

j) Determinación de los libros y registros contables específicos que debe llevar la 
entidad colaboradora para facilitar la adecuada justificación de la subvención y la 
comprobación del cumplimiento de las condiciones establecidas.

k) Obligación de reintegro de los fondos en el supuesto de incumplimiento de los 
requisitos y obligaciones establecidas para la concesión de la subvención y, en todo caso, 
en los supuestos regulados en el artículo 37 de esta ley.

l) Obligación de la entidad colaboradora de someterse a las actuaciones de 
comprobación y control previstas en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15 de esta ley.

m) Compensación económica que en su caso se fije a favor de la entidad 
colaboradora.

4. Cuando las comunidades autónomas o las corporaciones locales actúen como entidades 
colaboradoras, la Administración General del Estado o los organismos públicos vinculados o 
dependientes de la misma suscribirán con aquéllas los correspondientes convenios en los que se 
determinen los requisitos para la distribución y entrega de los fondos, los criterios de justificación y de 
rendición de cuentas.

De igual forma, y en los mismos términos, se procederá cuando la Administración 
General del Estado o los organismos públicos vinculados o dependientes de la misma actúen 
como entidades colaboradoras respecto de las subvenciones concedidas por las comunidades 
autónomas o las corporaciones locales.

5. En el supuesto de que las entidades colaboradoras sean personas sujetas a derecho 
privado se seleccionarán previamente mediante un procedimiento sometido a los principios de 
publicidad, concurrencia, igualdad y no discriminación y la colaboración se formalizará mediante 
convenio.

6. Cuando en virud del objeto de la colaboración sea de aplicación plena la Ley 30/2007, de 



30 de octubre, de Contratos del Sector Público la selección de las entidades colaboradoras se 
realizará conforme a los preceptos establecidos en dicha Ley. En este supuesto, el contrato, que 
incluirá necesariamente el contenido mínimo previsto en el apartado 3 ó 4 de este artículo así como el 
que resulte preceptivo de acuerdo con la normativa reguladora de los contratos públicos, deberá 
hacer mención expresa al sometimiento del contratista al resto de las obligaciones impuestas a las 
entidades colaboradoras por esta Ley.

XVIII.- La Ley General de Subvenciones, señala en su artículo 28, señala que:1. La 
resolución de concesión y, en su caso, los convenios a través de los cuales se canalicen  estas 
subvenciones establecerán las condiciones y compromisos aplicables de conformidad con lo 
dispuesto en esta ley. Los convenios serán el instrumento habitual para canalizar las 
subvenciones previstas nominativamente en los Presupuestos Generales del Estado, o en los 
de las corporaciones locales, sin perjuicio de lo que a este respecto establezca su normativa 
reguladora. En idéntico sentido se pronuncia el art. 65. 3 del Reglamento 887/2006, de 21 de 
julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, que recoge posteriormente en ese apartado que:

La resolución o, en su caso, el convenio deberá incluir los siguientes extremos:
a) Determinación del objeto de la subvención y de sus beneficiarios, de acuerdo con la 

asignación presupuestaria.
b) Crédito presupuestario al que se imputa el gasto y cuantía de la subvención, 

individualizada, en su caso, para cada beneficiario si fuesen varios.
c) Compatibilidad o incompatibilidad con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos 

para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, 
nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales.

d) Plazos y modos de pago de la subvención, posibilidad de efectuar pagos anticipados y 
abonos a cuenta, así como el régimen de garantías que, en su caso, deberán aportar los 
beneficiarios.

e) Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario del cumplimiento de la finalidad 
para la que se concedió la subvención y de la aplicación de los fondos percibidos.

XIX.- La Entidad beneficiaria ha aportado según consta en el expediente la 
documentación que recoge como necesaria para la percepción de la subvención de acuerdo 
con lo previsto en el art. 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, LGS y el art. 12 del 
Reglamento General de Subvenciones de la Ciudad Autónoma de Melilla

XX.- La subvención objeto del expediente se encuentra contemplada dentro del Plan 
Estratégico General de Subvenciones de la Ciudad Autónoma de Melilla 2017-2019 (BOMe. 
Extraord. núm. 18, de 25 de octubre de 2017)

XXI.- En las Bases de Ejecución del Presupuesto de la Ciudad Autónoma de Melilla, 
señala en su Base 32, referente a la Tramitación de aportaciones a Convenios y Subvenciones, 
lo siguiente:

1. La concesión de cualquier tipo de subvenciones requerirá la formación de un expediente 
tramitado de conformidad con la Ley General de Subvenciones, Reglamento de la Ley General de 
Subvenciones y normativa de desarrollo de la Ciudad, en el que constará como mínimo:

a) El destino de los fondos.
b) Los requisitos necesarios que se han de cumplir para que pueda procederse al pago.
c) Las causas que motivarían la obligación de reintegrar el importe percibido.
2. Con carácter previo a la aprobación de los expedientes relativos a las convocatorias



de subvenciones y las subvenciones tramitadas en régimen de concesión directa se remitirán a 
la Intervención General, para que ésta pueda emitir el informe de fiscalización previa preceptivo.

3. Para que pueda expedirse la orden de pago de la subvención es imprescindible que el 
órgano concedente compruebe la adecuada justificación de la subvención, así como la realización de 
la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención.

En el caso de subvenciones en las que se proceda al pago anticipado, el centro gestor 
emitirá informe en el mismo sentido una vez justificada la subvención, procediéndose en caso de 
incumplimiento de las obligaciones impuestas al beneficiario a la tramitación del correspondiente 
procedimiento de reintegro.

4. De conformidad con el artículo 172.1 del RD 2568/1986 de 28 de noviembre, Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, en los expedientes 
de subvenciones informará el Jefe de la Dependencia a la que corresponda tramitarlos, exponiendo 
los antecedentes y disposiciones legales o reglamentarias en que funde su criterio, salvo que le sea 
de aplicación otra norma específica.

Este informe se redactará en forma de propuesta de resolución.
En las subvenciones previstas nominativamente en los Presupuestos ( art. 22.2 a) de la 

LGS), este Informe vendrá referido al cumplimiento de los requisitos de procedimiento previstos 
en la normativa subvencional, debiendo referirse específicamente a la adecuación del convenio 
instrumental de concesión o resolución de concesión al contenido mínimo indispensable 
dispuesto en el artículo 65 apartado 3 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

En el supuesto de concesión directa con carácter excepcional ( art. 22.2 letra c) LGS), el 
informe del órgano gestor vendrá referido al cumplimiento de los requisitos procedimentales y a 
la justificación de la concesión directa o carácter singular de la subvención, así como de las 
razones que acreditan el interés público, social, económico humanitario, u otras que justifican la 
dificultad de convocatoria pública.

A estos efectos, se entenderá por carácter extraordinario de la subvención aquella que no 
haya sido posible prever con la debida antelación y que por tanto no se haya otorgado de forma 
periódica y continua en ejercicios anteriores.

5. El expediente administrativo de subvenciones que se remita a fiscalización previa incluirá 
preceptivamente informe de legalidad de la Secretaría Técnica de la Consejería, con mención 
expresa de su adecuación al ordenamiento jurídico.

6. La justificación de los gastos sufragados con tales subvenciones deberá ser presentada 
por el beneficiario en los Servicios gestores, comprobando el órgano concedente la adecuada 
justificación de la subvención, así como la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad 
que determinen la concesión o disfrute de la subvención emitiéndose informe por la Dirección General 
competente al efecto con el visto bueno del Consejero del área, tal y como se ha establecido en el 
apartado tercero de la presente base, no siendo suficiente la mera remisión del expediente a la 
Intervención.
Posteriormente, la intervención dentro del control financiero y fiscalización plena posterior 
ejercida sobre una muestra representativa de los expedientes de subvenciones, verificará que 
los expedientes se ajustan a las disposiciones aplicables en cada caso y determinar el grado del 
cumplimiento de la legalidad en la gestión de los créditos. El control financiero se adecuará al 
titulo III de la Ley 38/2003, General de Subvenciones en la medida que resulte de aplicació́n.

7. El órgano competente para la aprobación de la justificación de las subvenciones será el 
que las otorgó, de conformidad con el artículo 32.1 de la LGS, en los términos prescritos en el 
apartado sexto de la presente base.

8. La Intervención General deberá registrar la situación de los fondos pendientes de 
justificación, a fin de efectuar su seguimiento y proponer las medidas procedentes.



9. Con carácter general, para justificar la aplicación de los fondos recibidos, debe tenerse en 
cuenta que :

a) Cuando el destino de la subvención es la realización de obra o instalación, será preciso 
que un técnico de los Servicios de la Ciudad se persone en el lugar y extienda acta del estado en que 
se halla la obra ejecutada.

b) Cuando el destino es la adquisición de material fungible, la prestación de servicios u otro 
de similar naturaleza, se podrá requerir la aportación de documentos originales acreditativos del pago 
realizado.

10. Las entidades beneficiarias, cualquiera que sea su naturaleza jurídica y siempre que 
deban formular cuentas anuales conforme al marco normativo de información financiera que le sea 
aplicable, que durante el ejercicio social inmediato anterior hubiesen recibido subvenciones o ayudas 
con cargo a los presupuestos de las Ciudad Autónoma de Melilla o de sus Organismos Autónomos, 
Administraciones Públicas o a fondos de la Unión Europea, por un importe total acumulado superior a 
400.000 euros, pondrán a disposición de la Intervención, en su caso, la auditoría de las cuentas 
anuales correspondientes a dicho ejercicio y a los ejercicios en que se realicen las operaciones o 
ejecuten las inversiones correspondientes a las citadas subvenciones o ayudas.

11. Las entidades beneficiarias, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, que a lo largo del 
ejercicio Inmediatamente anterior hayan percibido en concepto de aportaciones 



subvenciones una cuantía igual o superior a CIENTO VEINTE MIL EUROS (120.000 €), 
presentarán los estados contables aprobados por el órgano competente en su gestión, 
confeccionados de acuerdo con el Plan General de Contabilidad vigente.

12. No podrán concederse subvenciones por importe superior a la cuantía total máxima 
fijada en la convocatoria sin que previamente se realice una nueva convocatoria, salvo en el supuesto 
previsto en el apartado 2o del artículo 58 del RD 887/2006.

13. Todas las subvenciones y convenios que se otorguen por la Ciudad Autónoma de Melilla, 
sus Organismos Autónomos y entes dependientes se integrarán en una Base de Datos Única y 
Pública.

14. En atención al interés social y naturaleza de los colectivos destinatarios de las 
actuaciones que mediante las ayudas económicas familiares, de emergencia social y de suministros 
mínimos vitales y prestaciones de urgencia social se subvencionan por la Ciudad Autónoma de 
Melilla, estas ayudas quedan sometidas a un régimen de concurrencia no competitiva (o subvención 
por circunstancias excepcionales), concediéndose, a solicitud de la persona interesada, en atención a 
la mera concurrencia de una determinada situación en elperceptor, sin que sea necesario establecer 
la comparación de solicitudes ni la prelación entre las mismas, de acuerdo con lo establecido en el 
art. 22 de LGS, y sujetas a valoración y diagnóstico por parte de los Técnicos competentes.

XXII.- La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídicos del Sector Público, recoge 
entre los arts. 47 a 53, la definición y todos los aspectos a considerar en los convenios que se 
suscriban las Administraciones Públicas, ya con otras entidades del sector público, ya con 
entidades privadas

XXIII.-. Con fecha 21 de junio de 2018, se emite Informe favorable de la Dirección General 
de Servicios Sociales para la incoación del expediente de subvención nominativa a favor de la 
Entidad Congregación Religiosa de María Inmaculada por importe de 132.500 €.

XXIV.- Con fecha 21 de junio de 2018, se adopto Acuerdo de Inocaicón de expediente de 
subvención nominativa a favor de la Entidad Congregación Religiosa de María Inmaculada por 
importe de 132.500 €.

XXV.- Finalmente, por Acuerdo de la Excma. Asamblea de fecha 23 de enero de 2018, 
relativo a aprobación definitiva de los presupuestos generales de la Ciudad Autónoma de Melilla 
para el ejercicio 2018 (BOMe. Extraord. núm. 1, de 24 de enero de 2017) donde figura 
nominativamente la subvención a la entidad referida por importe de CIENTO TREINTA Y DOS 
MIL QUINIENTOS EUROS CON CERO CÉNTIMOS (132.500, 00 €)
Por todo ello, en virtud de las competencias que me atribuye el artículo 33.5.e) del Reglamento de 
Gobierno y de la Administración de la Ciudad Autónoma de Melilla VENGO A ELEVAR AL 
CONSEJO DE GOBIERNO LA SIGUIENTE PROPUESTA:



Presidencia

Plaza de España, s/n, Primera Planta, Ala Izquierda, Palacio de la 
Asamblea

952699243
952699254

MELILLA

presidencia@melilla.es

Documento firmado electrónicamente (RD 1671/2009). La autenticidad de este documento puede ser comprobada mediante 
el CSV: 11776671007365624120 en https://sede.melilla.es/validacion 

Aprobar y autorizar la suscripción del Convenio de Colaboración (en las condiciones y con 
las formalidades establecidas en el Anexo I que se adjunta a la presente propuesta) entre la 
Consejería de Bienestar Social y por la Congregación Religiosa “María Inmaculada”, titular 
del CIF núm. R 2900144C, para la realización de las actuaciones sociales previstas en el 
apartado III del presente acuerdo, ya que pueden entenderse comprendidos entre las 
acciones comprendidas en el área de servicios sociales la mejora de la línea de ayudas, 
convenios y subvenciones destinadas a las entidades que realizan atención humanitaria a 
personas en riesgo de exclusión social dentro del Plan de Inclusión Social 2013- 2017 de  
esta Ciudad Autónoma de Melilla, por un importe máximo de CIENTO TREINTA Y DOS MIL 
QUINIENTOS EUROS CON CERO CÉNTIMOS (132.500, 00 €) a detraer de laAplicación 
Presupuestaria nº 05 23108 48900, RC SUBVENCIONES núm. 12018000006088 de 02 de 
febrero de 2018, denominado Convenio Religiosas de María Inmaculada.

Y no habiendo más asuntos de que tratar se levanta la sesión, siendo las trece horas 
treinta minutos formalizándose de ella la presente Acta, que firmará el Excmo. Sr. 
Presidente conmigo, el Secretario, que certifico.

https://sede.melilla.es/
25 de Julio de 2018

C.S.V.: 11776671007365624120

El Secretario

26 de Julio de 2018

C.S.V.:11776671007365624120

El Presidente
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